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Cordial Saludo,

Mediante la presente adjunto en archivo PDF Contestación de la Demanda en mi calidad de Apoderada Judicial de la entidad
demandada, la Administradora Colombiana de Pensiones - COLPENSIONES, dentro del proceso ORDINARIO LABORAL de INES
JEANNETT MENDOZA CASTILLO, radicado: 2024-20.

Muchas gracias por la atención y colaboración prestadas.

MARY ELENA PECHENÉ SANTAMARÍA
T.P:290.626 del C.S. de la J
Apoderada Externa COLPENSIONES



                               

                             

 

  
 

Señor 
JUEZ 19 LABORAL DEL CIRCUITO DE CALI 
E. S. D.      
     
 
 
REFERENCIA: PROCESO ORDINARIO LABORAL DE PRIMERA INSTANCIA 
 
DEMANDANTE: INES JEANNETT MENDOZA CASTILLO 

C.C. DTE:  39.527.033 
   
DEMANDADOS: 
 

1. ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES 
COLPENSIONES 
 

2. COLFONDOS S.A. PENSIONES Y CESANTÍAS 
 
RADICACION:           76001310501920240002000 
 
 
 
MARY ELENA PECHENÉ SANTAMARÍA, mayor de edad, abogada titulada y en ejercicio, 
portadora de la cédula de ciudadanía No. 1.144.066.854 de Cali, y T. P. No 290.626 del 
C.S. de la J., actuando en mi condición de apoderada sustituta del Doctor LUIS EDUARDO 
ARELLANO JARAMILLO, quien es mayor de edad, portador de la cédula de ciudadanía 
No. 16.736.240 y Tarjeta Profesional No. 56.302 del Consejo Superior de la Judicatura, 
según poder otorgado por la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES 
COLPENSIONES, por medio del presente escrito cordialmente solicito al Despacho 
reconocerme personería para actuar de acuerdo al poder adjunto y estando dentro del 
término de la oportunidad procesal, de manera respetuosa me permito dar contestación a 
la demanda propuesta dentro del proceso de la referencia contra COLPENSIONES, para 
que mediante sentencia que haga tránsito a cosa juzgada se absuelva a mi representada 
de todas y cada una de las pretensiones propuestas en la demanda y se condene en costas 
a la demandante. 
 
 

NATURALEZA JURÍDICA DE LA ENTIDAD DEMANDADA, REPRESENTACIÓN 
LEGAL Y DOMICILIO. - 

 
La Administradora Colombiana de Pensiones –COLPENSIONES- es una empresa 
industrial y comercial del estado del orden nacional, organizada como entidad financiera de 
carácter especial, vinculada al Ministerio de Trabajo con personería jurídica, autonomía 
administrativa y patrimonio independiente, cuyo objeto consiste en la administración estatal 
del régimen de prima media con prestación definida incluyendo la administración de los 
beneficios económicos periódicos de que trata el Acto Legislativo 01 de 2005 modificatorio 
del artículo 48 de la constitución Política, de acuerdo con lo que establezca la ley que los 
desarrolle.  
 
La representación legal la ejerce el Doctor JAIME DUSSAN CALDERON, identificado con 
la cédula de ciudadanía 12102957, quien obra en su calidad de presidente, según consta 
en el Acuerdo No Acuerdo 007 del 31 de agosto de 2021, debidamente posesionado, con 
fecha de inicio del cargo 26 de enero de 2023. El domicilio principal es la ciudad de Bogotá 
D.C., en la Carrera 10 No. 72-33 Torre B piso 11, número telefónico 2170100. 
 
 

 
PRONUNCIAMIENTO EXPRESO Y CONCRETO SOBRE CADA UNO DE LOS HECHOS 

DE LA DEMANDA 
 
 

HECHO PRIMERO: ES CIERTO: la demandante tiene 63 años tal y como se aprecia en la 

copia de la cédula de ciudadanía del demandante. 



                               

                             

 

  
 

HECHO SEGUNDO:  ES CIERTO, según se desprende de la Historia Laboral emitida por 

la AFP COLFONDOS S.A. 

HECHO TERCERO: NO LE CONSTA A MI REPRESENTADA, es un hecho ajeno a mi 
representada, se desconoce por parte de la entidad el tipo de asesoría, información, 
ventajas o desventajas que pudo brindarle en su tiempo el asesor del RAIS, para que de 
igual manera el demandante accediera al traslado del régimen pensional. 
 
HECHO CUARTO: ES CIERTO, según se desprende de la Historia Laboral emitida por la 
AFP COLFONDOS S.A. 
 
HECHO QUINTO: ES CIERTO, de acuerdo con los documentos aportados con la demanda. 
 
HECHO SEXTO: ES CIERTO, según se desprende del sticker adjunto con radicado 
2023_1740084 del 02 de febrero de 2023. 
 
HECHO SÉPTIMO: ES CIERTO, según se desprende del oficio BZ2023_1760476-0356861 
del 02 de febrero de 2023, emitido por la entidad que represento. 
 
HECHO OCTAVO: NO LE CONSTA A MI REPRESENTADA, es una información que mi 
representada desconoce y corresponde a una entidad ajena a mi representada desvirtuarla. 
 
HECHO NOVENO: NO LE CONSTA A MI REPRESENTADA, es una información que mi 

representada desconoce y corresponde a una entidad ajena a mi representada desvirtuarla. 

HECHO DÉCIMO: NO ES UN HECHO, son afirmaciones e interpretaciones subjetivas de 
la parte actora, las cuales están tendientes a constituir las pretensiones de la demanda y 
por tanto deberán probarse en el transcurso del proceso, este hecho hace parte del objeto 
del debate probatorio. 
 
HECHO DÉCIMO PRIMERO: NO LE CONSTA A MI REPRESENTADA, es un hecho ajeno 
a mi representada, se desconoce por parte de la entidad el tipo de asesoría, información, 
ventajas o desventajas que pudo brindarle en su tiempo el asesor del RAIS, para que de 
igual manera el demandante accediera al traslado del régimen pensional. 
 
HECHO DÉCIMO SEGUNDO: NO ES UN HECHO, son afirmaciones e interpretaciones 
subjetivas de la parte actora, las cuales están tendientes a constituir las pretensiones de la 
demanda y por tanto deberán probarse en el transcurso del proceso, este hecho hace parte 
del objeto del debate probatorio. 
 
HECHO DÉCIMO TERCERO: NO LE CONSTA A MI REPRESENTADA, deberá probarse 
en el transcurso del proceso. 
 
HECHO DÉCIMO CUARTO: NO ES UN HECHO, son afirmaciones e interpretaciones 
subjetivas de la parte actora, las cuales están tendientes a constituir las pretensiones de la 
demanda y por tanto deberán probarse en el transcurso del proceso, este hecho hace parte 
del objeto del debate probatorio. 
 
HECHO DÉCIMO QUINTO: NO LE CONSTA A MI REPRESENTADA, es una información 
que mi representada desconoce y corresponde a una entidad ajena a mi representada 
desvirtuarla. 
 
HECHO DÉCIMO SEXTO: NO ES UN HECHO, son afirmaciones e interpretaciones 
subjetivas de la parte actora, las cuales están tendientes a constituir las pretensiones de la 
demanda y por tanto deberán probarse en el transcurso del proceso, este hecho hace parte 
del objeto del debate probatorio. 
 
HECHO DÉCIMO SÉPTIMO: NO ES UN HECHO, son afirmaciones e interpretaciones 
subjetivas de la parte actora, las cuales están tendientes a constituir las pretensiones de la 
demanda y por tanto deberán probarse en el transcurso del proceso, este hecho hace parte 
del objeto del debate probatorio. 
 
HECHO DÉCIMO OCTAVO: NO LE CONSTA A MI REPRESENTADA, es una información 
que mi representada desconoce y corresponde a una entidad ajena a mi representada 
desvirtuarla. 
 



                               

                             

 

  
 

HECHO DÉCIMO NOVENO: NO LE CONSTA A MI REPRESENTADA, es un hecho ajeno 
a mi representada, se desconoce por parte de la entidad el tipo de asesoría, información, 
ventajas o desventajas que pudo brindarle en su tiempo el asesor del RAIS, para que de 
igual manera el demandante accediera al traslado del régimen pensional. 
 
PRONUNCIAMIENTO EXPRESO FRENTE A LAS PRETENSIONES DE LA DEMANDA. 

 
Respetuosamente manifiesto su señoría, que con base en los hechos, fundamentos y 

razones de defensa que como apoderado de la parte demandada procedo a exponer, me 

opongo a las siguientes pretensiones:  

PRETENSIONES PRINCIPALES 

PRIMERA: ME OPONGO a que se declare la INEFICACIA del traslado efectuado a INES 

JEANNETT MENDOZA CASTILLO, del Régimen de Prima Media con Prestación Definida 

al Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad, a través de COLFONDOS S.A. 

PENSIONES Y CESANTIAS  

Puesto que a partir del 01 de agosto de 2018 COLFONDOS PENSIONES Y CESANTÍAS 

S.A., reconoció a la demandante la pensión de vejez bajo la modalidad de pensión de 

garantía mínima a partir del 01 de agosto de 2018, cuyo monto corresponde a 1SMLMV. 

La Sala Especializada Laboral del Tribunal Superior de Medellín, en audiencia de 

juzgamiento del 14 de agosto del año 2019, con radicado: 05001-31-05-007-2015-01295-

01 y de acuerdo con la facultad que le brinda el artículo 35 de la Ley 1564 de 2012, deciden 

UNIFICAR JURISPRUDENCIA sobre INEFICACIA DE TRASLADO en personas con 

estatus de pensionados, negando la apelación de la parte demandante de la siguiente 

manera: 

“Es plausible que la diferenciación de las calidades de afiliado y pensionado a partir de los 

argumentos que se han expuesto y de toda la legislación que claramente los diferencia, 

verbi gratia, los artículos 13, literales b), e) y d), 87, 115 y 117 de la Ley 100 de 1993, 

permita apartarse del precedente de la Sala Laboral de la Corte sobre ineficacia de la 

afiliación, entendiendo que se está ante universo fáctico diverso cuando se trata de 

ciudadanos que ya se han pensionado.” 

“Por último, ha de reiterarse por esta Sala que sostener la tesis de la ineficacia de la 

afiliación para pensionados del régimen de ahorro individual es un camino que puede 

conducir a situaciones del todo insostenibles, por cuanto la consolidación de ese nuevo 

estatus supone en muchos casos la participación de terceros de buena fe, como cuando se 

ha optado por pensionarse bajo la modalidad de renta vitalicia y se ha contratado con una 

aseguradora su pago. Las palabras de la Corte Constitucional, en la mentada sentencia C-

841 de 2003, acuden con autoridad para esclarecer ese reductio ad absurdum: 

“Cuando se trata de la modalidad de renta vitalicia inmediata, la naturaleza misma del 

contrato no permitiría el traslado en ningún caso, dado que el afiliado adquiere la condición 

de pensionado desde el momento mismo en que contrata la renta vitalicia. Este tipo de plan 

pensional es, por expresa definición legal, un contrato irrevocable entre el afiliado y una 

aseguradora, mediante el cual el afiliado adquiere un seguro que le otorga al beneficiario y 

sus descendientes el derecho a recibir una renta vitalicia mensual. Por su naturaleza, como 

contrato de seguro que es, los riesgos financieros y de contingencias propias de este tipo 

de contrato se trasladan a la compañía aseguradora, quien a partir de la celebración de 

este debe hacer las reservas necesarias, adquirir reaseguros y adoptar otras medidas para 

garantizar la rentabilidad y estabilidad del contrato. Por ello, resulta efectivamente 

conducente para garantizar la sostenibilidad del sistema y servicios administrativos y 

financieros adecuados, restringir la posibilidad de traslado en esta modalidad de pensión. 

De no establecerse esta restricción, ninguna aseguradora aceptaría asumir los costos de 

una renta vitalicia, si la continuidad de la relación con el beneficiario quedara sometida a su 

mera voluntad.” 



                               

                             

 

  
 

SEGUNDA: ME OPONGO, a que se declare la INEFICACIA de todos los traslados 

efectuados de la señora INES JEANNETT MENDOZA CASTILLO, entre las distintas AFP, 

que administran el RATS. 

Teniendo en cuenta que a partir del 01 de agosto de 2018 COLFONDOS PENSIONES Y 

CESANTÍAS S.A., reconoció a la demandante la pensión de vejez bajo la modalidad de 

pensión de garantía mínima a partir del 01 de agosto de 2018, cuyo monto corresponde a 

1SMLMV. 

La Sala Especializada Laboral del Tribunal Superior de Medellín, en audiencia de 

juzgamiento del 14 de agosto del año 2019, con radicado: 05001-31-05-007-2015-01295-

01 y de acuerdo con la facultad que le brinda el artículo 35 de la Ley 1564 de 2012, deciden 

UNIFICAR JURISPRUDENCIA sobre INEFICACIA DE TRASLADO en personas con 

estatus de pensionados, negando la apelación de la parte demandante de la siguiente 

manera: 

“Es plausible que la diferenciación de las calidades de afiliado y pensionado a partir de los 

argumentos que se han expuesto y de toda la legislación que claramente los diferencia, 

verbi gratia, los artículos 13, literales b), e) y d), 87, 115 y 117 de la Ley 100 de 1993, 

permita apartarse del precedente de la Sala Laboral de la Corte sobre ineficacia de la 

afiliación, entendiendo que se está ante universo fáctico diverso cuando se trata de 

ciudadanos que ya se han pensionado.” 

“Por último, ha de reiterarse por esta Sala que sostener la tesis de la ineficacia de la 

afiliación para pensionados del régimen de ahorro individual es un camino que puede 

conducir a situaciones del todo insostenibles, por cuanto la consolidación de ese nuevo 

estatus supone en muchos casos la participación de terceros de buena fe, como cuando se 

ha optado por pensionarse bajo la modalidad de renta vitalicia y se ha contratado con una 

aseguradora su pago. Las palabras de la Corte Constitucional, en la mentada sentencia C-

841 de 2003, acuden con autoridad para esclarecer ese reductio ad absurdum: 

“Cuando se trata de la modalidad de renta vitalicia inmediata, la naturaleza misma del 

contrato no permitiría el traslado en ningún caso, dado que el afiliado adquiere la condición 

de pensionado desde el momento mismo en que contrata la renta vitalicia. Este tipo de plan 

pensional es, por expresa definición legal, un contrato irrevocable entre el afiliado y una 

aseguradora, mediante el cual el afiliado adquiere un seguro que le otorga al beneficiario y 

sus descendientes el derecho a recibir una renta vitalicia mensual. Por su naturaleza, como 

contrato de seguro que es, los riesgos financieros y de contingencias propias de este tipo 

de contrato se trasladan a la compañía aseguradora, quien a partir de la celebración de 

este debe hacer las reservas necesarias, adquirir reaseguros y adoptar otras medidas para 

garantizar la rentabilidad y estabilidad del contrato. Por ello, resulta efectivamente 

conducente para garantizar la sostenibilidad del sistema y servicios administrativos y 

financieros adecuados, restringir la posibilidad de traslado en esta modalidad de pensión. 

De no establecerse esta restricción, ninguna aseguradora aceptaría asumir los costos de 

una renta vitalicia, si la continuidad de la relación con el beneficiario quedara sometida a su 

mera voluntad.” 

TERCERA: ME OPONGO a que se declare, que la demandante INES JEANNETT 

MENDOZA CASTILLO, siempre estuvo válidamente afiliada al RPM administrado por el 

INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES, hoy por la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE 

PENSIONES — COLPENSIONES, y que no se surtieron los efectos legales y jurídicos que 

implica el traslado del RPMD administrado por la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE 

PENSIONES — COLPENSIONES, al RAIS administrado, en este caso, por COLFONDOS 

S.A. PENSIONES Y CESANTIAS 

Por carecer de fundamentos fácticos y jurídicos, toda vez que mi representada es 

completamente ajena a los hechos acontecidos,  puesto que el hecho de que la parte actora 

hubiese determinado trasladar sus aportes al RAIS fue solo y únicamente voluntad de su 

parte, además se desconoce el tipo de asesoría que se le pudo brindar a la demandante, 



                               

                             

 

  
 

para que la misma determinara sentirse insatisfecha con el antiguo ISS, hoy 

COLPENSIONES y decidiera trasladar sus aportes al  RAIS, mi representada no tuvo 

ningún tipo de coacción para que la misma tomara tal decisión. 

CUARTA: ME OPONGO a que se condene a COLFONDOS S.A. PENSIONES Y 

CESANTIAS a trasladar a COLPENSIONES, el monto total existente de todo lo ahorrado 

en la cuenta individual de mi procurado, junto con sus rendimientos, intereses y demás 

frutos generados, como también los gastos de administración y demás rubros que hubiese 

recibido de la demandante a título de cotizaciones 

Por carecer de elementos de Hecho y de Derecho, por cuanto la demandante se encuentra 

válidamente vinculada y pensionada a la A.F.P COLFONDOS S.A., conforme la validez de 

su traslado. 

QUINTA: ME OPONGO a que se condene a ADMINISTRADORA COLONBIANA DE 

PENSIONES - COLPENSIONES a recibir las cotizaciones efectuadas por la demandante 

al fondo privado y reactive la afiliación al RPMPD. Por carecer de fundamentos fácticos y 

jurídicos, toda vez que la demandante se encuentra válidamente vinculada y pensionada a 

la A.F.P COLFONDOS S.A., conforme la validez de su traslado. 

SEXTA: ME OPONGO a que se condene a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE 

PENSIONES — COLPENSIONES a reconocer y pagar la pensión de vejez de la 

demandante de acuerdo a la Ley 797 de 2003 por cumplir con los requisitos para obtener 

el reconocimiento a partir del 01 de agosto de 2018. Por carecer de elementos de Hecho y 

de Derecho, puesto que la demandante se encuentra válidamente vinculada y pensionada 

a la A.F.P COLFONDOS S.A., conforme la validez de su traslado. 

SÉPTIMA: ME OPONGO a que se condene a ADMINISTRADORA COLONBIANA DE 

PENSIONES — COLPENSIONES a pagar el retroactivo pensional causado desde el 01 de 

agosto de 2018 y hasta la data en que sea incluido en nómina el pago. Por carecer de 

fundamentos fácticos y jurídicos, en virtud a que la demandante se encuentra válidamente 

vinculada y pensionada a la A.F.P COLFONDOS S.A., conforme la validez de su traslado. 

OCTAVA: ME OPONGO a que se condene a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE 

PENSIONES — COLPENSIONES a pagar los intereses de mora de que trata el artículo 

141 de la Ley 100/1993 por no pagar la pensión de forma oportuna. Por carecer de 

elementos de Hecho y de Derecho, por cuanto la demandante se encuentra válidamente 

vinculada y pensionada a la A.F.P COLFONDOS S.A., conforme la validez de su traslado. 

NOVENA: ME OPONGO a que se condene a Colpensiones a reconocer y pagar el 

retroactivo pensional debidamente indexado. Por carecer de fundamentos fácticos y 

jurídicos, toda vez que la demandante se encuentra válidamente vinculada y pensionada a 

la A.F.P COLFONDOS S.A., conforme la validez de su traslado 

DÉCIMA: Me opongo a esta pretensión, pues las facultades ultra y extra petita son de 

discrecionalidad del Señor Juez Laboral y no pueden ser solicitadas como una pretensión. 

DÉCIMA PRIMERA: Me opongo al reconocimiento y pago de las costas y agencias en 

derecho, puesto no se evidencia negligencia en el actuar de mi representada, pues la 

negativa se ajustó a las previsiones legales. 

PRETENSIONES SUBSIDIARIAS 

PRIMERA: La presente pretensión no está dirigida en contra de mi representada. 

SEGUNDA: La presente pretensión no está dirigida en contra de mi representada. 

TERCERA: Es de resaltar Señor Juez que ninguna de las pretensiones está siendo 

solicitadas en contra de la Administradora colombiana de pensiones - COLPENSIONES. 

No obstante, me permito oponerme a la prosperidad de las mismas en caso de que en las 



                               

                             

 

  
 

resultas del proceso alguna de ellas se torne en contra de mi representada 

COLPENSIONES. 

CUARTA: Es de resaltar Señor Juez que ninguna de las pretensiones está siendo 

solicitadas en contra de la Administradora colombiana de pensiones - COLPENSIONES. 

No obstante, me permito oponerme a la prosperidad de las mismas en caso de que en las 

resultas del proceso alguna de ellas se torne en contra de mi representada 

COLPENSIONES. 

QUINTA: La presente pretensión no está dirigida en contra de mi representada. 

SEXTA: Es de resaltar Señor Juez que ninguna de las pretensiones está siendo solicitadas 

en contra de la Administradora colombiana de pensiones - COLPENSIONES. No 

obstante, me permito oponerme a la prosperidad de las mismas en caso de que en las 

resultas del proceso alguna de ellas se torne en contra de mi representada 

COLPENSIONES. 

SÉPTIMA: Me opongo a esta pretensión, pues las facultades ultra y extra petita son de 

discrecionalidad del Señor Juez Laboral y no pueden ser solicitadas como una pretensión. 

OCTAVA: Me opongo al reconocimiento y pago de las costas y agencias en derecho, 

puesto no se evidencia negligencia en el actuar de mi representada, pues la negativa se 

ajustó a las previsiones legales. 

 

EXCEPCIONES DE MÉRITO 

 

1. NO PROCEDE LA DECLARATORIA DE INEFICACIA Y/O NULIDAD DE 

TRASLADO DE RÉGIMEN PENSIONAL, EN LOS CASOS EN QUE LA PARTE 

DEMANDANTE SE TRATE DE UNA PERSONA QUE YA SE ENCUENTRE 

PENSIONADA O ADQUIRIÓ EL ESTATUS EN EL RÉGIMEN DE AHORRO 

INDIVIDUAL EN CUALQUIERA DE SUS MODALIDADES. 

Esto es, Imposibilidad de retrotraer las cosas al estado anterior, tratándose de demandantes 

que ya tienen una situación jurídica consolidada o adquirieron el estatus de pensionados 

en el régimen de ahorro individual. Es decir, tal condición no puede deshacerse o 

desparecerse del plano jurídico, pues ello conllevaría a “disfuncionalidades que afectaría a 

múltiples personas, entidades, actos, relaciones jurídicas, y por tanto derechos, 

obligaciones e intereses de terceros y del sistema en su conjunto.” 

Para soportar su tesis, la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, 

mediante Sentencia SL 373-2021, razonó que no es posible revertir ciertos efectos 

económicos como el deterioro que sufre el capital que ya ha sido objeto de pago a través 

de mecanismos de financiación como los bonos pensionales y las cuotas partes de 

entidades contribuyentes, como consecuencia ineludible del pago de mesadas pensionales. 

En efecto, es irreparable la pérdida de integridad del músculo financiero con que se respalda 

el pago de la prestación, por lo que forzar a través de una ficción jurídica la vuelta al estado 

anterior en que se encontraba las cosas, va en detrimento de los recursos de la Seguridad 

Social, bien sea que provengan de la Nación y/o demás entidades que deben contribuir al 

financiamiento del pasivo pensional. 

 

2. “LA INOPONIBILIDAD DE LA RESPONSABILIDAD DE LA AFP ANTE 
COLPENSIONES, EN CASOS DE INEFICACIA DE TRASLADO DE RÉGIMEN 

 
Entendida la inoponibilidad (mecanismo protector), como la ineficacia de un acto o la 
ineficacia de una nulidad frente a terceros. Es decir, que la ineficacia o nulidad, resultaría 
inoponible frente a terceros de buena fe como en este caso Colpensiones, a la par que la 



                               

                             

 

  
 

figura de la inoponibilidad constituye un mecanismo protector del derecho a la seguridad 
jurídica, que en el caso de Colpensiones se consolida por el tiempo en que aquellos afiliados 
permanecieron en el RAIS, aunado a que la seguridad jurídica que se deriva de la 
inoponibilidad pretende proteger intereses patrimoniales de terceros, que en este caso, 
tienen alcance frente al principio de sostenibilidad financiera del sistema y planeación de la 
reserva pensional. 
 

3. RESPONSABILIDAD SUI GENERIS DE LAS ENTIDADES DE LA SEGURIDAD 
SOCIAL:  

 
Resulta también relevante indicar, que las entidades de Seguridad Social no solo se sujetan 
a la responsabilidad propia de los contratos de aseguramiento, sino que se ciñen a 
obligaciones de índole constitucional que trascienden como administradoras de un servicio 
público de seguridad social. En este caso, la responsabilidad de las AFP por la ineficacia 
de un traslado, no sólo se deben enmarcar a reparar el daño individualmente sometido a 
consideración de un Juez, sino que debe tener alcance frente a los daños indirectos que 
irradian o comprometen los derechos constitucionales de terceros, en razón de la reserva 
patrimonial de los pensionados y afiliados del RPM que se ven comprometidos con el 
desmedro que sufre la reserva pensional, y que si bien es cierto, la jurisprudencia ha 
indicado que al afiliado no le es atribuible y por ende no se le exige la equivalencia 
económica de los aportes que se devuelven del RAIS al RPM, no es menos cierto, que tal 
reparo económico lo debe asumir quien ha causado el daño y por virtud de la operancia de 
la inoponibilidad. 
 

4. JUICIO DE PROPORCIONALIDAD Y PONDERACIÓN 
  
Toda vez que la decisión judicial de declarar la ineficacia de traslado, repercute, en que se 
crea de manera injustificada y desproporcionada una obligación (con efectos patrimoniales) 
en cabeza de Colpensiones, quien administra los aportes de miles de pensionados y 
afiliados, y dicha medida para restablecer los derechos del afiliado, no pasaría el segundo 
criterio de la “necesidad”, toda vez que si existen otros medios menos lesivos para mantener 
los derechos del afiliado, y es que quien se deba hacer cargo de las prestaciones 
económicas que se deriven de la ineficacia sea la AFP, quien ha administrado dichos 
recursos y ha generado los respectivos rendimientos, así mismo, al ponderar los bienes 
jurídicos en tensión, se podría demostrar que poner en cabeza de Colpensiones dicha 
responsabilidad, tiene un impacto más lesivo para la sostenibilidad financiera del sistema, 
evaluando diferentes variables, tales como: (i) que Colpensiones es la única administradora 
del RPM, que alberga una mayor número de pensionados cuyas pensiones se reconocen 
con subsidio de las arcas del Estado, de forma tal, que se estaría solventado con estos 
recursos, el desmedro económico ocasionado por particulares (AFP). 
 
 

5. INDEBIDA APLICACIÓN DE LAS NORMAS EN MATERIA DE ASESORÍA DE 
TRASLADO PENSIONAL. 

 
El análisis de la información suministrada por la AFP y el alcance de la asesoría que debió 
brindar al momento de la afiliación, deben ser valoradas bajo la normatividad vigente para 
la fecha de suscripción del formulario o de la materialización del traslado 
 
No es razonable ni jurídicamente válido imponer a las administradoras obligaciones y 
soportes de información no previstos en el ordenamiento jurídico vigente al momento del 
traslado de régimen, pues tal exigencia desvirtúa el principio de confianza legítima, teniendo 
en cuenta que el principio de legalidad y el debido proceso, no consisten solamente en las 
posibilidades de defensa o en la oportunidad para interponer recursos, sino que exige, 
además, como lo expresa el artículo 29 de la Carta, el ajuste a las normas preexistentes al 
acto que se juzga. 
 
 

6. LA CARGA DINÁMICA DE LA PRUEBA NO PUEDE SER APLICADA EN FORMA 
GENÉRICA, SIN NINGUNA PONDERACIÓN, Y EN DESIGUALDAD DE LAS 
PARTES INVOLUCRADAS EN UN PROCESO. 
 

La carga dinámica e inversión de la prueba al interior de un proceso judicial exige la igualdad 
entre las partes con parámetros de buena fe y lealtad procesal. Bajo estas circunstancias 
el principio “quien alega debe probar” cede su lugar al principio “quien puede debe probar. 
 



                               

                             

 

  
 

La carga dinámica de la prueba no puede invertirse de una forma arbitraria y sin considerar 
los aspectos particulares de cada caso debidamente individualizado, tal y como lo precisó 
la Corte Constitucional en la citada providencia C-086 de 2016. 
 
Este contexto tampoco puede desconocer escenarios donde la expectativa pensional, la 
permanencia en el sistema, el silencio, la aceptación en el tiempo, la calidad del 
demandante y otros relacionados con las actividades financieras que ejecuta un usuario 
durante su vida laboral, le permitía escoger acertadamente el régimen pensional. 
 
Si bien existe una intervención de asesoría de la administradora de pensiones que podría 
generar un vicio en la voluntad del traslado, ello debe demostrarse pues de lo contrario 
predominarían las conjeturas y suposiciones, y no los hechos debidamente demostrados 
en el proceso en los que intervino directamente el demandante. 
 
No pueden considerarse a todos los afiliados como una parte débil e indefensa, la misma 
ley previó distintos deberes en cabeza de los mismos con el fin de que por interés propio 
se asesoren de la mejor manera. Adicionalmente NO pueden desconocerse las situaciones 
que rodean cada caso y que de alguna manera le permitían al demandante obtener 
información mínima durante el paso del tiempo. 
 
 

7. ERRÓNEA INTERPRETACIÓN E INDEBIDA APLICACIÓN DEL ARTÍCULO 1604 
DEL CÓDIGO CIVIL. 

 
Existen unos deberes mínimos en cabeza de los afiliados al sistema general de pensiones, 
destacándose que el SILENCIO en el transcurso del tiempo se entenderá como una 
decisión consciente de permanecer en el Régimen seleccionado. La única manera de 
desvirtuar esta regla legal es demostrando la preexistencia de una fuerza que hubiere 
viciado el consentimiento. 
 
 

8. EL RETORNO EN CUALQUIER TIEMPO AL RPM, FALTANDO MENOS DE 10 
AÑOS PARA LA EDAD DE PENSIÓN DEBE REALIZARSE ATENDIENDO: (I) 
LAS EXPECTATIVAS PENSIONALES DEL AFILIADO Y (II) LA SOSTENIBILIDAD 
FINANCIERA 

 
Las sentencias C-1024 de 2004, y SU-062 de 2010, de la Corte Constitucional en materia 
de traslados, indican que nadie puede resultar subsidiado a costa de los recursos 
ahorrados de manera obligatoria por los otros afiliados a este esquema, dado que el 
régimen solidario de prima media con prestación definida se descapitalizaría.  
 
Así mismo, dentro de la aludida jurisprudencia la Corte recordó que “el derecho a la libre 
elección entre los distintos regímenes pensionales previstos en la ley, no constituye un 
derecho absoluto, por el contrario, admite el señalamiento de algunas excepciones que, 
por su misma esencia, pueden conducir al establecimiento de una diversidad de trato”. 
 
 

9. DESCONOCIMIENTO DEL PRINCIPIO DE SOSTENIBILIDAD FINANCIERA DEL 
SISTEMA GENERAL DE PENSIONES - ART. 48 DE LA CONSTITUCIÓN 
POLÍTICA, ADICIONADO POR EL ARTÍCULO 1 DEL ACTO LEGISLATIVO 01 DE 
2005. 

 
La declaración injustificada de ineficacia del traslado de un afiliado del RPM a RAIS afecta 
la sostenibilidad financiera del Sistema General de Pensiones, y pone en peligro el derecho 
fundamental a la seguridad social de los demás afiliados. 
 
Así las cosas el principio de sostenibilidad financiera representa la garantía del derecho 
fundamental a la pensión de los Colombianos de manera sostenida e indefinida y la posición 
asumida por la Corte en los fallos relacionados con nulidad o inexistencia del traslado entre 
regímenes pensionales, quebranta el principio de sostenibilidad financiera, en tanto genera 
una situación caótica que desvertebra la debida planeación en la asignación y distribución 
de los recursos del Sistema Pensional, al desconocer la irreductible necesidad de que 
dichas condenas se cumplan previa la ordenada gestión de los recursos que en la mayoría 
de los casos no están presupuestados en la medida en que surgen, de manera contingente 
de la declaración judicial respectiva. 
 



                               

                             

 

  
 

 
10. PROCEDENCIA DE LA FIGURA DE PRESCRIPCIÓN EXTINTIVA DE LA ACCIÓN 

LABORAL. 
 
La prescripción radica en la tardanza en el ejercicio de la acción durante el lapso 
consagrado en las leyes para tal efecto, lo que hace presumir el abandono del derecho, 
cuyo efecto no es otro que la improductividad de la acción tendiente a reclamar el derecho. 
 
Pues el problema jurídico que lo originó se relaciona con el acto de afiliación o traslado 
entre regímenes pensionales, que no es un aspecto consustancial a la prestación pensional 
y por lo mismo, no goza del carácter de imprescriptible. 
 
 

11. CARENCIA DEL DERECHO POR INDEBIDA INTERPRETACIÓN NORMATIVA 
POR QUIEN RECLAMA EL DERECHO 

 
El demandante invoca la aplicación del artículo 141 de la ley 100 de 1993.  
 
No hay lugar a dudas que en ocasiones la entidad a cargo del reconocimiento y pago de 
una pensión puede ser sancionada a pagar intereses por la tardanza en las mesadas de 
sus asegurados, no es el caso del demandante, toda vez que las mismas han venido siendo 
pagadas de manera oportuna. 
 
Al respecto se cita la Sentencia C-601 de 24 de mayo de 2000, por medio de la cual la Corte 
Constitucional declaro la exequibilidad del artículo 141 de la ley 100 de 1993 disponiendo 
que: “para la Corte que es evidente que desde el punto de vista constitucional, las entidades 
de seguridad social están obligadas a indemnizar a los pensionados por la cancelación 
tardía de las mesadas pensionales atrasadas que se adeudan, pues el artículo 53 de la 
corte es imperativo y contundente al disponer que el Estado garantiza el derecho al pago 
oportuno y al reajuste periódico de pensiones.” 
 
Los intereses de mora se generan sobre una mesada pensional que una vez reconocida 
mediante el acto administrativo han debido pagarse y no se hace sin que importa la razón 
que haya tenido la entidad para tal proceder, el espíritu de soporte legal traído a colación 
radica en que, ante la mora en el pago de la obligación pensional, surgen de manera 
accesoria los intereses sin análisis de responsabilidad, buena fe, cumplimiento o eventuales 
circunstancias. 
 
Los intereses moratorios empiezan a causarse sólo a partir del momento en que vence el 
término legal para efectuar el pago de las mesadas pensionales, Siendo procedentes 
únicamente tratándose de la pensión de vejez e invalidez, a partir del sexto mes siguiente 
a la presentación de la solicitud de reconocimiento pensional, y al tercer mes en los eventos 
de pensión de sobrevivientes (Sentencia T-588/2003; C-1024/2004 y SU 065/2018). 
 
En lo que tiene que ver con el momento a partir del cual empiezan a causarse los intereses 
moratorios, la Corte Constitucional desde su examen de constitucionalidad del artículo 141 
de la Ley 100 de 1993 en sentencia C-601 de 2000 ha venido señalando que los 
pensionados tienen derecho al pago de los intereses de mora cuando las mesadas 
correspondientes han sido canceladas de manera atrasada, haciendo énfasis en el texto 
subrayado, como quiera que para el máximo órgano Constitucional estos se causan desde 
el momento en que se debió hacer el pago de la pensión. 
 
Por medio de la sentencia T-588 de 2003, Sostuvo la Corte en esta ocasión: 
 
“(...) Obsérvese cómo el artículo 4o (de la ley 700 de 2001) establece un término de seis 
meses no para decidir sobre las solicitudes en materia de pensión, como lo hace el artículo 
19o del Decreto 656 de 1994, sino para adelantar los trámites necesarios para el 
reconocimiento y pago de las mesadas; es decir, para el desembolso efectivo del monto de 
estas.” 
 
De lo anterior se sigue que, cuando el derecho de petición es ejercido frente a entidades o 
personas a cuyo cargo existe la obligación de reconocimiento y pago de pensiones, los 
términos constitucionales para resolver sobre las peticiones son los siguientes: (i) de quince 
días hábiles (cuando se trata de recursos en el trámite administrativo o de peticiones de 
información general sobre el trámite adelantado), (ii) de cuatro meses (cuando se trata de 



                               

                             

 

  
 

peticiones enderezadas al reconocimiento de pensiones) y (iii) de seis meses (cuando se 
trata de peticiones o de trámites enderezados al pago efectivo de las mesadas). 
La sentencia C-1024 de 2004 precisó: “De cuatro (4) meses para dar respuesta de fondo a 
las solicitudes en materia pensional (reconocimiento de pensiones de vejez e invalidez así 
como las relativas a reliquidación y reajuste de las mismas). (Decreto 656 de 1994, artículo 
19 y Ley 797 de 2003, artículo 9°). 
Independientemente del plazo previsto para el reconocimiento, reajuste o reliquidación de 
una pensión, ninguna autoridad podrá demorar más seis (6) meses a partir del momento en 
que se eleve la solicitud por el peticionario, para realizar efectivamente el pago de las 
mesadas pensionales. (Artículo 4° Ley 700 de 2001)”. 
 
El más reciente pronunciamiento sobre este punto fue expuesto por la misma Corte 
Constitucional en la sentencia SU-065 de 2018 donde recordó que la postura asumida por 
este organismo en sede de control abstracto y concreto, indica que las entidades 
encargadas del reconocimiento de prestaciones propias del sistema de seguridad social 
están obligadas a reconocer el pago de intereses por mora a los pensionados a quienes se 
les ha reconocido su derecho prestacional en virtud de un mandato legal, convencional o 
particular.  
 
Inclusive, ello sucede con independencia de que su derecho haya sido reconocido con 
fundamento en la Ley 100 de 1993 o una ley o régimen anterior, por lo que la moratoria se 
causa por el solo hecho de la cancelación tardía de las mesadas pensionales; reiterando 
en este sentido, la causación de dichos intereses a partir de la expiración del plazo de los 
6 meses para hacer efectivo el ingreso a nómina y pago de las mesadas pensionales, y de 
los 3 meses en las pensiones de sobrevivientes. 
 
Así mismo debe resaltarse que los intereses moratorios no proceden en reliquidación 
pensional toda vez que del atender al espíritu que impregna la norma o su interpretación 
teleológica, tal y como se extrae de su lectura acuciosa, los intereses moratorios fueron 
concebidos por el legislador con el fin de aminorar los efectos adversos por el pago tardío 
de las mesadas pensionales.  
 
En esa medida, si el pensionado ha sido beneficiado con el reconocimiento pensional y ha 
percibido de manera oportuna el pago de las mesadas pensionales que le garanticen el 
ingreso necesario para su mínimo vital y móvil, se desdibuja o tergiversa esa clara finalidad 
de protección a los derechos mínimos fundamentales, al pretenderse su pago en los casos 
en que lo perseguido por el promotor litigioso es el aumento de su mesada pensional, 
cualquiera que sea la razón que se esgrima para la su reliquidación, bien sea el ajuste de 
la tasa de reemplazo, la inclusión de nuevos factores salariales, la indexación de la primera 
mesada pensional, cálculo del ingreso de base de liquidación, y cualquier otra que 
conduzca al reconocimiento y pago de un retroactivo de diferencias frente lo percibido y lo 
que se ha debido percibir, supuesto que discrepa del no pago o pago tardío de las mesadas 
pensionales al margen de su completitud por alguna de las razones antes enunciadas. 
 
Esta intelección ha sido también acogida de manera reiterada por la Corte, de tal forma que 
se ha despejado cualquier disquisición en torno a la posibilidad de percibir intereses 
moratorios producto de una reliquidación o reajuste, como se observa en abundante 
jurisprudencia, dentro de ella por citar solo algunas sentencias, las siguientes: SL1479-
2018, en donde se rememoró la CSJ SL685-2017, que reiteró la CSJ SL11427-2016, y más 
recientemente la sentencia SL 4338/19. 
 
La Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, se pronunció señalando que 
para zanjar la controversia planteada es suficiente transcribir los razonamientos expuestos 
en la Sentencia del 28 de noviembre de 2002 radicado 18273 donde se dijo: 
 
“...los intereses del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 se imponen cuando se trata de una 
pensión que debía reconocerse con sujeción a su normatividad integral. “Y es que no 
obstante lo expresado por la Corte Constitucional en la Sentencia C- 601 del 24 de mayo 
de 2000 al declarar exequible el mencionado artículo 141, para la Corte esa disposición 
solamente es aplicable en el caso de mora en el pago de pensiones causadas con 
posterioridad a la vigencia de la ley de Seguridad Social y que sean reconocidas con 
fundamento en la normatividad integral de la misma, y no, como ocurre en este caso, 
respecto de una pensión que no se ajusta a los citados presupuestos. 
 
“Lo anterior conlleva, entonces, que como la pensión que se le concedió a la demandante..., 
no es con sujeción integral a la Ley 100 de 1993, no había lugar a condenar al pago de los 



                               

                             

 

  
 

intereses moratorios que consagra tal ley en su artículo 141 que claramente dispone:” (...) 
en caso de mora en el pago de las mesadas pensionales de que trata la Ley (...)”. 
 
La imposición de intereses moratorios no se reduce a examinar cuándo se radicó la solicitud 
pensional, sino que, se debe, en cada caso concreto, examinar la actuación de la 
administradora y si la negativa pensional tiene sujeción en una norma legal. 
 
Ha reconocido la Sala que existen circunstancias en las cuales la demora en dar respuesta 
se debe a la necesidad de establecer verdades reales como es la determinar el beneficiario 
de la prestación, o cuando nos encontramos ante un cambio jurisprudencial tal como lo 
contempla la sentencia de la Corte Suprema de Justicia SL4754 de 2019, M.P. FERNANDO 
CASTILLO CADENA. 
 
En sentencia SL044 del 22 de enero de 2020, radicación 76338, la Sala de Descongestión 
No. 1 de la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, recopiló los eventos 
en que no procede imponer condena por concepto de intereses moratorios siempre y 
cuando no se haya pagado la pensión en tiempo, así: 
 

1. El derecho pensional reclamado se hubiese causado antes de la vigencia de esa 
ley, es decir, previo al 1° de abril de 1994 (CSJ SL 16 sep. 2008, rad. 34358). 

 
2. Existe una nueva liquidación que genere un mayor valor o diferencias en la mesada 

pensional (CSJ SL 6 dic. 2011, rad. 30852 y CSJ SL 17725-2017). 
 

3. Cuando la negativa de las entidades para reconocer las prestaciones a su cargo, 
tiene respaldo en las normas que en un comienzo regulaban la situación o su 
postura proviene de la aplicación minuciosa de la ley sin los alcances o efectos que 
en un momento dado puedan darle los jueces (CSJ SL 704-2013). 

 
4. Se otorga una prestación pensional en aplicación de un cambio de criterio 

jurisprudencial (CSJ SL 787-2013, rad. 43602, reiterada en la sentencia CSJ SL 
2941-2016) 

 
5. Se inaplica el requisito de fidelidad al sistema. Así se expuso en la sentencia CSJ 

SL 10637-2014, reiterada en CSJ SL 6326-2016, CSJ SL 070-2018 y CSJ SL 4129-
2018.  

 
6. La controversia se define bajo una interpretación normativa, como sucede en la 

aplicación del principio de la condición más beneficiosa (CSJ SL 12018-2016). 
 

7. Existe controversia entre beneficiarios de la pensión de sobrevivientes, tal como se 
precisó en sentencias CSJ SL 21 septiembre 2010, rad. 33399 y CSJ SL 14528-
2014”. 

 
 

12. IMPOSIBILIDAD DE CONDENA SIMULTANEA DE INDEXACION E INTERESES 

MORATORIOS  

Sin implicar confesión o reconocimiento de Derecho alguno, solicito no se declare una 

condena simultánea a mi defendida por indexación e intereses moratorios, pues según la 

tesis sostenida por la Corte Suprema de Justicia en su Sala de Casación Laboral, estos 

conceptos son excluyentes entre sí, ya que los intereses moratorios del Articulo 141 de la 

Ley 100 de 1993 tienen el carácter de resarcitorios no de condenatorios, por lo que su 

espíritu es de una indexación indirecta. 

Así lo ha establecido la Corte Suprema de Justicia Sala de Casación Laboral Magistrado 

Ponente Gustavo Hernando López Algarra Sl16440-2014 radicación n.° 42343 acta 30 

Bogotá del 27 de agosto de 2014. 

Acerca de la condena simultánea a la indexación y a los intereses moratorios, se pronunció 

la Corte en la sentencia CSJ SL, 22 Agt. 2012, rad. 42477, en los siguientes términos: “Así 

las cosas, debe decirse que impuesta la condena por concepto de intereses moratorios, no 

cabía la indexación de las mesadas, por ser incompatibles, en cuanto ambas cargas 

económicas tienen una misma finalidad, esto es, paliar los efectos adversos producidos por 



                               

                             

 

  
 

la mora del deudor en el cumplimiento de las obligaciones, además, que en la fijación de 

los intereses de mora del artículo 141 de la Ley 100 de 1993, ya está involucrado el 

componente inflacionario que afecta el poder adquisitivo del dinero (…)”. 

En cuanto al reconocimiento de intereses moratorios, tenga en cuenta el señor juez las 

sentencias SL4338 de 2019, T-586 de 2012, C-601 de 2000, T-588-2003, C- 1024-2004 y 

SU-065-2018. 

 
FUNDAMENTOS DE DERECHO DE LA DEFENSA 

 
El asunto que hoy se pone de presente fue expuesto en la Sentencia SL 373-2021, el al 
Alto Tribunal de la especialidad laboral reflexionó que al haberse adquirido la calidad de 
pensionado, se produce la imposibilidad de retornar al estatu quo ante, es decir, tal 
condición no puede deshacerse o desparecerse del plano jurídico, pues ello conllevaría a 
“disfuncionalidades que afectaría a múltiples personas, entidades, actos, relaciones 
jurídicas, y por tanto derechos, obligaciones e intereses de terceros y del sistema en su 
conjunto.” 
 
En cuanto a la oportunidad para realizar el traslado del régimen de ahorro individual con 
solidaridad al régimen de prima media con prestación definida, a partir de la Sentencia C-
1024 de 2004, se entendió que la prohibición contenida en el literal e) del artículo 13 de la 
Ley 100/93, modificado por el artículo 2° de la Ley 797 de 2003, en el sentido que no podrán 
trasladarse entre regímenes quienes les falte diez (10) años o menos para cumplir la edad 
para tener derecho a la pensión de vejez, no aplica para los sujetos del régimen de 
transición por tiempo de servicios cotizados, quienes podrán hacerlo “en cualquier tiempo”, 
conforme a los términos señalados en la Sentencia C-789 de 2002. La referencia hecha a 
este último fallo, por parte de la Sentencia C-1024 de 2004, no significa cosa distinta a que 
solo quienes cumplen con el requisito de tiempo de servicios cotizados (15 años o más) 
pueden retornar sin límite temporal alguno al régimen de prima media, pues son los únicos 
afiliados que no pierden el derecho al régimen de transición por efecto del traslado.  
 
No sucede lo mismo, en cambio, con quienes son beneficiarios del régimen de transición 
por edad, pues como quiera que el traslado genera en esta categoría de afiliados la pérdida 
automática del régimen de transición, en el evento de querer retornar nuevamente al 
régimen de prima media, por considerar que les resulta más favorable a sus expectativas 
de pensión, no podrán hacerlo si les faltaren diez (10) años o menos para cumplir la edad 
para tener derecho a la pensión de vejez, dada la exequibilidad condicionada del artículo 
13 de la Ley 100/93, modificado por el artículo 2° de la Ley 797 de 2003, declarada en la 
Sentencia C-1024 de 2004. 
 
Así las cosas, más allá de la tesis jurisprudencial adoptada en algunas decisiones de tutela, 
que consideran la posibilidad de traslado “en cualquier tiempo”, del régimen de ahorro 
individual al régimen de prima media, con beneficio del régimen de transición para todos 
los beneficiarios de régimen, por edad y por tiempo de servicios, la Corte se aparta de 
dichos pronunciamientos y se reafirma en el alcance fijado en las sentencias de 
constitucionalidad, en el sentido de que sólo pueden trasladarse del régimen de ahorro 
individual al régimen de prima media, en cualquier tiempo, conservando los beneficios del 
régimen de transición, los afiliados con 15 años o más de servicios cotizados a 1° de abril 
de 1994. 
 
Ello, por cuanto, se reitera, las normas que consagran el régimen de transición, así como 
la pérdida del mismo, y la posibilidad de traslado entre regímenes pensionales con sus 
correspondientes restricciones, fueron objeto de control constitucional por parte de esta 
corporación, a través de las Sentencias C-789 de 2002 y C-1024 de 2004, analizadas con 
detalle en el acápite precedente, que definieron su verdadero sentido y alcance, 
considerándolas acordes con la Constitución, y al tratarse de decisiones con efectos de 
cosa juzgada, adquieren un carácter definitivo, incontrovertible e inmutable, de tal manera 
que sobre ellas no cabe discusión alguna. 
 
Bajo ese contexto, y con el propósito de aclarar y unificar la jurisprudencia 
Constitucional en torno a este asunto, la Sala Plena de la Corte Constitucional 
concluye que únicamente los afiliados con quince (15) años o más de servicios 
cotizados a 1° de abril de 1994, fecha en la cual entró en vigencia el SGP, pueden 
trasladarse “en cualquier tiempo” del régimen de ahorro individual con solidaridad al 



                               

                             

 

  
 

régimen de prima media con prestación definida, conservando los beneficios del 
régimen de transición. Para tal efecto, deberán trasladar a él la totalidad del ahorro 
depositado en la respectiva cuenta individual, el cual no podrá ser inferior al monto 
total del aporte legal correspondiente en caso de que hubieren permanecido en el 
régimen de prima media. De no ser posible tal equivalencia, conforme quedó definido 
en la Sentencia C-062 de 2010, el afiliado tiene la opción de aportar el dinero que haga 
falta para completar dicha exigencia, lo cual debe hacer dentro de un plazo razonable. 
 
Negrillas intencionales. 
 
Del criterio jurisprudencial expuesto, queda claro entonces que aún impera la regla general 
contenida en el art. 13 de la ley 797 de 1993, cual es que “aquellos que les hiciera falta 10 
años o menos para adquirir la pensión no podrán trasladarse de régimen”, debiendo por 
tanto el demandante sujetarse a las normas que gobiernan lo relativo al régimen de Ahorro 
Individual en cuanto al reconocimiento de prestaciones. 
 
La norma taxativamente señala: 
 
1. Literal e) del artículo 13 de la Ley 100 de 1993, modificado por el artículo 2° de la Ley 
797 de 2003 “Los afiliados al Sistema General de Pensiones podrán escoger el régimen de 
pensiones que prefieran. Una vez efectuada la selección inicial, éstos sólo podrán 
trasladarse de régimen por una sola vez cada cinco (5) años, contados a partir de la 
selección inicial. Después de un (1) año de la vigencia de la presente ley, el afiliado no 
podrá trasladarse de régimen cuando le faltaren diez (10) años o menos para cumplir la 
edad para tener derecho a la pensión de vejez”.  
 
2. Artículo 1° del Decreto 3800 de 2003 (29 de diciembre). Por el cual se reglamenta el 
literal e) del artículo 13 de la Ley 100 de 1993, modificado por el artículo 2º de la Ley 797 
de 2003 “Traslado de Régimen de Personas que les falten menos de diez años para cumplir 
la edad para tener derecho a la pensión de vejez. De conformidad con lo señalado en el 
artículo 2° de la Ley 797 de 2003, las personas a las que, a 28 de enero de 2004, les faltaren 
diez (10) años o menos para cumplir la edad para tener derecho a la pensión de vejez, 
podrán trasladarse por una única vez, entre el Régimen de Prima Media con Prestación 
Definida y el Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad, hasta dicha fecha.”  
 
3.Circular Externa No. 001 de 2004 proferida por la Superintendencia Bancaria (hoy 
Superintendencia Financiera de Colombia) “2. Sujetos beneficiarios de la norma “De 
acuerdo con lo establecido en el literal e) del artículo 13 de la Ley 100 de 1993, modificado 
por el artículo 2º de la Ley 797 de 2003 antes mencionado, las personas que a partir del 29 
de enero de 2004 les faltaren menos de diez años para cumplir la edad para tener derecho 
a la pensión de vejez, pueden trasladarse de régimen, por una sola vez y hasta el próximo 
28 de enero, sin que deban cumplir con el requisito de permanencia que establece la regla 
general, esto es, cinco años en el régimen anterior.  
 
“En tal sentido, los operadores del sistema están en la obligación de dar trámite a las 
solicitudes de traslado presentadas por las personas que se encuentran en el supuesto 
antes mencionado, pudiendo, únicamente, aducir como causales válidas para negar el 
traslado, el que el afiliado esté disfrutando una pensión, que exista solicitud de pensión en 
trámite o que se hubiera presentado un siniestro por invalidez o muerte (artículo 5º del 
Decreto 3800 de 20031).  
 
“Así mismo, debe aclararse que, como lo ha sostenido esta Superintendencia en el caso de 
las personas que a la fecha de la solicitud cuenten con más de 55 años, sin son mujeres, o 
60 años, si son hombres, en la medida en que no tengan la calidad de pensionados. 
 

 
FUNDAMENTOS JURISPRUDENCIALES:  
 
 
Sentencia C-1024 DE 2004: 
 
“… En el presente caso, la medida prevista en la norma acusada, conforme a la cual el 
afiliado no podrá trasladarse de régimen cuando le faltaren diez (10) años o menos para 
cumplir la edad para tener derecho a la pensión de vejez, resulta razonable y proporcional, 
a partir de la existencia de un objetivo adecuado y necesario, cuya validez constitucional no 



                               

                             

 

  
 

admite duda alguna. En efecto, el objetivo perseguido por la disposición demandada 
consiste en evitar la descapitalización del fondo común del Régimen Solidario de Prima 
Media con Prestación Definida, y simultáneamente, defender la equidad en el 
reconocimiento de las pensiones del Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad, pues 
se aparta del valor material de la justicia, que personas que no han contribuido a obtener 
una alta rentabilidad de los fondos de pensiones, puedan resultar finalmente beneficiadas 
del riesgo asumido por otros. … 
 
…Desde esta perspectiva, el objetivo perseguido con el señalamiento del  período de 
carencia en la norma acusada, consiste en evitar la descapitalización del fondo común del 
Régimen Solidario de Prima Media con Prestación Definida, que se produciría si se 
permitiera que las personas que no han contribuido al fondo común y que, por lo mismo, no 
fueron tenidas en consideración en la realización del cálculo actuarial para determinar las 
sumas que representarán en el futuro el pago de sus pensiones y su reajuste periódico; 
pudiesen trasladarse de régimen, cuando llegasen a estar próximos al cumplimiento de los 
requisitos para acceder a la pensión de vejez, lo que contribuiría a desfinanciar el sistema 
y, por ende, a poner en riesgo la garantía del derecho irrenunciable a la pensión del resto 
de cotizantes. No sobra mencionar en este punto, que el sustento actuarial es el que permite 
asumir los riesgos que se encuentran involucrados con el sistema y que, en ese orden de 
ideas, su falta de ajuste con la realidad económica del país, simplemente podría llegar a 
poner en riesgo la garantía del derecho pensional para los actuales y futuros pensionados. 
…” 
 
SU-062 DE 2010: 
 
“… En otras palabras, los beneficiarios del régimen de transición tienen libertad para 
escoger el régimen pensional al que se desean afiliar y también poseen la facultad de 
trasladarse entre ellos, pero la escogencia del régimen de ahorro individual o el traslado 
que hagan al mismo trae para ellos una consecuencia: la pérdida de la protección del 
régimen de transición. En ese sentido, estas personas, para pensionarse, deberán cumplir 
necesariamente con los requisitos de la ley 100 de 1993 según el régimen pensional que 
elijan y no podrán hacerlo de acuerdo con las normas anteriores, aunque les resulten más 
favorables. … 
  
… Es evidente que, en el caso de las personas amparadas por el régimen de transición, el 
efecto del traslado tiene importantes repercusiones en el goce del derecho a la pensión de 
vejez y, por tanto, en el derecho fundamental a la seguridad social, ya que hace más 
exigentes las condiciones para acceder a la prestación referida. El traslado deja de ser 
entonces una simple cuestión legal y adquiere una relevancia constitucional innegable por 
estar en juego un derecho fundamental. … 
 
… Como se puede ver, la modificación no se refiere específicamente al caso de las 
personas cobijadas por el régimen de transición, pero, indirectamente, regula su situación 
pues ni ellos ni los demás afiliados podrán trasladarse de régimen cuando les falten 10 años 
o menos para cumplir edad que requieren para adquirir la pensión de vejez. En el caso de 
las personas del grupo (iii) el cambio normativo se traduciría en que no podrían trasladarse 
del régimen de ahorro individual al de prima media para hacer uso de los beneficios del 
régimen de transición, en los términos de la sentencia C-789 de 2002, cuando les falten 10 
años o menos para llegar a la edad exigida para la pensión de vejez. …” 
 
 
SL 373-2021: 
 
“… si es posible, bajo el manto de la ineficacia de la afiliación, que el demandante 
pensionado del régimen de ahorro individual con solidaridad vuelva al mismo estado en el 
que se encontraba antes de su traslado al RPMPD. 
 
Para la Corte la respuesta es negativa, puesto que si bien esta Sala ha sostenido que por 
regla general cuando se declara la ineficacia de la afiliación es posible volver al mismo 
estado en que las cosas se hallarían de no haber existido el acto de traslado (vuelta al statu 
quo ante), lo cierto es que la calidad de pensionado es una situación jurídica consolidada, 
un hecho consumado, un estatus jurídico, que no es razonable revertir o retrotraer, como 
ocurre en este caso. No se puede borrar la calidad de pensionado sin más, porque ello 
daría lugar a disfuncionalidades que afectaría a múltiples personas, entidades, actos, 
relaciones jurídicas, y por tanto derechos, obligaciones e intereses de terceros y del sistema 
en su conjunto. … 



                               

                             

 

  
 

 
… Desde el punto de vista de los bonos pensionales, puede ocurrir que se haya pagado el 
cupón principal por el emisor y las cuotas partes por los contribuyentes y, además, que 
dicho capital esté deteriorado en razón del pago de las mesadas pensionales. En tal caso, 
habría que reversar esas operaciones. Sin embargo, ello no parece factible porque el capital 
habría perdido su integridad y, por consiguiente, podría resultar afectada La Nación y/o las 
entidades oficiales contribuyentes al tratarse de títulos de deuda pública. 
 
Desde el ángulo de las modalidades pensionales, en la actualidad las entidades ofrecen un 
diverso portafolio de alternativas pensionales. Algunas son retiro programado renta vitalicia 
inmediata, retiro programado con renta vitalicia diferida, renta temporal cierta con renta 
vitalicia de diferimiento cierto, renta temporal con renta vitalicia diferida, renta temporal 
variable con renta vitalicia inmediata.  
 
Cada modalidad tiene sus propias particularidades. Por ejemplo, en algunas el afiliado 
puede pensionarse sin que importe la edad o puede contratar dos servicios financieros que 
le permitan acceder a una renta temporal cierta y a una renta vitalicia diferida. En otras, el 
dinero de la cuenta de ahorro individual es puesto en el mercado y genera rendimientos 
administrados por la AFP. Incluso se puede contratar simultáneamente los servicios con la 
AFP y con una aseguradora en aras de mejorar las condiciones de la pensión. Es de 
destacar que en la mayoría de opciones pensionales intervienen en la administración y 
gestión del riesgo financiero, compañías aseguradoras que garantizan que el pensionado 
reciba la prestación por el monto acordado. 
 
Por lo tanto, no se trata solo de reversar el acto de traslado y el reconocimiento de la 
pensión, sino todas las operaciones, actos y contratos con el afiliado, aseguradoras, AFP, 
entidades oficiales e inversionistas, según sea la modalidad pensional elegida la garantía. 
Como La Nación asume el pago de dicha prerrogativa, se requería la intervención de la 
Oficina de Bonos Pensionales del Ministerio de Hacienda y Crédito Público para que 
defienda los intereses del Estado que se verían afectados por la ineficacia del traslado de 
una persona que ya tiene el status de pensionado. Esto a su vez se encuentra ligado a lo 
dicho acerca de los bonos pensionales, pues la garantía se concede una vez esté definido 
el valor de la cuenta de ahorro individual más el bono. … 
 
… Finalmente, de acuerdo con lo expuesto, la Corte abandona el criterio sentado en la 
sentencia CSJ SL, 9 sep. 2008, rad. 31989, respecto a la invalidación del traslado de un 
régimen a otro cuando quien demanda es un pensionado. 
 
La Corte también ha indicado que existen ciertos comportamientos y actividades que 
demuestran el compromiso de un afiliado de permanecer en un régimen pensional. Al 
respecto en la sentencia SL413-2018, expresó: 
 
“Desde luego que, para la tesis que ahora sostiene la Sala, la presencia o no de 
cotizaciones consistente con el formato de vinculación no es la única expresión de esa 
voluntad, pueden existir otras, tales como las solicitudes de información de saldos, 
actualización de datos, asignación y cambio de claves, por mencionar algunos actos de 
relacionamiento con la entidad que pueden denotar el compromiso serio de pertenecer a 
ella. Lo importante es que exista correspondencia entre voluntad y acción, es decir, que la 
realidad sea un reflejo de lo que aparece firmado, de modo tal que no quede duda del deseo 

del trabajador de pertenecer a un régimen pensional determinado”. 
 
Sentencia SU-107/24 
M.P. Jorge Enrique Ibáñez Najar 
Expediente: T-7.867.632 AC 
 
Dicho esto, la Corte se ocupó de revisar, desde una perspectiva constitucional, el alcance 
e implicaciones de este precedente, puesto que de conformidad con la Constitución y la ley 
procesal no se pueden imponer cargas probatorias imposibles de cumplir para ninguna de 
las partes (ni al afiliado, ni a la AFP), así como no se puede despojar al juez de su papel de 
director del proceso, de su autonomía judicial para decretar y practicar todas las pruebas 
que sean necesarias, pertinentes y conducentes para analizar las pretensiones o las 
excepciones propuestas y de su facultad para conforme a las reglas de la sana crítica 
valorar las pruebas con el objeto de resolver los casos de ineficacia de traslados de los 
afiliados del RPM al RAIS. 
 



                               

                             

 

  
 

A su vez, pues tal y como se señaló en la audiencia pública celebrada en el marco del 
expediente T-7.867.632 AC y las pruebas recaudadas, la aplicación masiva de dicho 
precedente puede llegar a generar una afectación del principio constitucional de 
sostenibilidad financiera del sistema pensional. De acuerdo con el Ministerio de Hacienda 
y Crédito Público el impacto financiero sería del orden de los 35 billones de pesos y estaría 
concentrado en las personas que devengan montos elevados de salarios. Señaló que “(...) 
el conjunto de los afiliados con aportes de más de 4 SML hasta 25 SML, que representan 
el 25,5% de la población demandante, es decir unos 55.826 de un total de demandantes de 
223.305, recibirían el 82,8% de los subsidios, esto es 29 billones del total de déficit de la 
Nación”. 
 
Sobre este punto, la Corte Constitucional reconoció que el precedente de la Corte Suprema 
de Justicia si bien tenía un componente altamente tuitivo resultaba abiertamente 
desproporcionado en lo que tiene que ver con la inversión de la carga de la prueba, regla 
según la cual, siempre y en todos los casos corresponde a la AFP demandada demostrar 
que suministró información. Con dicha regla, aparte de desbalancear la actividad probatoria 
de las partes, se desconoce que el juez es el director del proceso judicial, se afecta la 
autonomía e independencia de este para decretar y practicar todas las pruebas que sean 
necesarias, pertinentes y conducentes y se altera la regla acerca de la apreciación y 
valoración de estas conforme a la sana crítica. 
 
Igualmente, el precedente de la Sala de Casación Laboral impone a las administradoras la 
carga de demostrar, por medio de pruebas directas, que sí informaron al afiliado sobre las 
consecuencias del traslado surtido entre 1993 y 2009. Esto es, reproducir el momento 
exacto en el que se dio el traslado. Así, reconstruir ese hecho resulta sumamente complejo 
solo mediante esos elementos de prueba directos. 
 
Ante la carga probatoria desproporcionada, una cantidad importante de personas se han 
traslado al RPM, pasando por alto las reglas normales de traslado entre regímenes 
establecidas en el artículo 2 de la Ley 797 de 2003, con lo cual, se afecta la sostenibilidad 
financiera del RPM en un grado importante. 
 
De conformidad con lo anterior, la Corte Constitucional moduló el precedente establecido 
por la Corte Suprema de Justicia en lo relativo a la inversión de la carga de la prueba en 
este tipo de procesos. Para ello, ordenó que en los procesos donde se pretenda declarar la 
ineficacia de un traslado deben tenerse en cuenta, de manera exclusiva, las reglas 
contenidas en la Constitución Política, el Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad 
Social y en el Código General del Proceso que se refieren al debido proceso. Esto supone 
que el juez, debe actuar como director del proceso judicial, con la autonomía e 
independencia que le son propios y, dentro de las muchas actuaciones dirigidas a formar 
su convencimiento para decidir lo que en derecho corresponda, puede: 
 

(i) Decretar, practicar y valorar en igualdad todas las pruebas que soliciten las 
partes que sean necesarias, pertinentes y conducentes para demostrar los 
hechos que sirven de causa a las pretensiones o las excepciones. 

 
(ii) Procurar, de manera oficiosa, la obtención de pruebas acudiendo a las 

enlistadas en el Código General del Proceso, tales como “(...) la declaración de 
parte, la confesión, el juramento, el testimonio de terceros, el dictamen pericial, 
la inspección judicial, los documentos, los indicios, los informes”, y las demás 
que considere necesarias, pertinentes y conducentes. 

 
(iii) Valorar las pruebas decretadas y debidamente practicadas con su inmediación, 

de manera individual y en su conjunto con las demás, luego de lo cual puede 
determinar el grado de convicción que aquellas ofrecen sobre lo ocurrido. 

 
(iv) Acudir a la prueba indiciaria si lo estima necesario, en los términos de los 

artículos 176 y 242 del CGP; 
 

(v) Invertir la carga de la prueba cuando, analizando el caso concreto y la posición 
de las partes, esté ante un demandante que se encuentra en la imposibilidad de 
demostrar sus dichos, y en un proceso donde no haya sido posible desentrañar 
por completo la verdad a pesar de los esfuerzos oficiosos. 

 
La Corte Constitucional hizo énfasis en que la inversión de la carga de la prueba no puede 
ser la primera o la única opción de la que puede hacer uso el juez, pues es necesario que 



                               

                             

 

  
 

se haga uso de las herramientas que conforme a las reglas del debido proceso ya se 
encuentran dispuestas en el CPTSS y en el CGP. 
 
La Corte señaló que su decisión, que supone una modificación al precedente de la Corte 
Suprema de Justicia, debe ser extendida, con efectos inter pares y de inmediato 
cumplimiento, a todas las demandas que estén en curso ante la Jurisdicción Ordinaria 
Laboral en todos aquellos procesos que siguen su trámite actualmente, y en los que se 
inicien con posterioridad a esta providencia. 
 
 
FUNDAMENTOS DE HECHO: 
 
Se advierte que la demandante no mostró inconformidad alguna en la administración de 
sus cotizaciones en el fondo privado demandado, y de hecho se encuentra pensionada por 
COLFONDOS PENSIONES Y CESANTÍAS, razón por la cual, es dicho fondo privado de 
pensiones quien debe resolver cualquier inconformidad respecto de su pensión, por lo que 
el  traslado que realizó en su momento del RPMD al RAIS, tiene plena validez conforme al 
Artículo 2 de la Ley 797 de 2003, el cual modificó el literal e) del Artículo 13 de la Ley 100 
de 1993. 
 
La parte demandante suscribió con total conocimiento de causa y aceptación, su 
vinculación al RAIS. Ahora bien, la escogencia de régimen pensional fue un acto libre y 
voluntario de la parte actora, razón por la cual, no puede pretender luego de encontrarse 
pensionada por la AFP COLFONDOS S.A., endilgarle a la Administradora Colombina de 
Pensiones - COLPENSIONES la responsabilidad de una decisión propia.  
 
De igual forma, tampoco se demuestra vicio en el consentimiento o asalto a la buena fe en 
el momento en que se afilió al Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad administrado 
por la AFP COLFONDOS S.A., como se alega en la demanda, además para el momento 
de la afiliación era imposible predecir los Ingresos Base de Cotización sobre los cuales 
cotizaría la demandante en los próximos años y calcular una futura mesada pensional real 
en el momento de la afiliación, pues los ingresos económicos podrían variar en relación a 
los reportados en su Historia Laboral hasta esa fecha.  
 
Conforme a la documental aportada en la demanda, no se demuestra entonces hasta el 
momento, que la parte demandante haya sido engañada al tomar una decisión desfavorable 
a sus intereses, más aún, cuando permaneció en el Régimen de Ahorro Individual con 
solidaridad por más de 21 años, desde marzo de 1997 hasta el 01 de agosto de 2018, sin 
manifestar ninguna inconformidad respecto al desempeño y administración de la AFP 
COLFONDOS S.A., afianzando su decisión de estar en este Régimen.  
 
Por lo anterior, se advierte que la parte demandante se encuentra válidamente afiliada al 
Régimen de Ahorro Individual por decisión propia, sin mostrar inconformidad alguna en la 
administración de sus cotizaciones en los Fondos privados. 
 
Teniendo en cuenta la Sentencia SL 373-2021, el al Alto Tribunal de la especialidad laboral 
reflexionó que al haberse adquirido la calidad de pensionado, se produce la imposibilidad 
de retornar al estatu quo ante, es decir, tal condición no puede deshacerse o desparecerse 
del plano jurídico, pues ello conllevaría a “disfuncionalidades que afectaría a múltiples 
personas, entidades, actos, relaciones jurídicas, y por tanto derechos, obligaciones e 
intereses de terceros y del sistema en su conjunto.” 
 
Atendiendo a las particularidades del presente caso, es de resaltar el hecho de que 
COLPENSIONES no es la entidad demandada en las pretensiones subsidiarias, pues la 
entidad que conforma el extremo de la litis al determinar el problema jurídico es la A.F.P. 
COLFONDOS S.A., entidad de la cual la demandante reclama el reconocimiento de una 
serie de perjuicios causados por negligencia y descuido a la hora de asesorar al 
demandante respecto al traslado de régimen, los beneficios de uno y otro régimen, la 
metodología en pensiones  en el RAIS y las ventajas de pertenecer  al RAIS o al RPM. 
 
Considerando a la A.F.P. COLFONDOS S.A., como la responsable de que la demandante 
se haya pensionado a través del RAIS y actualmente se encuentre percibiendo una pensión 
de vejez por un monto inferior al que pudo haber obtenido a través del RPM. Solicitando en 
consecuencia al despacho condenar a la A.F.P. COLFONDOS S.A., efectuar el pago de 
los perjuicios por los montos solicitados. 
 



                               

                             

 

  
 

Vista la situación de la actora y la esencia del proceso al cual se nos convoca, salta a la 
vista que COLPENSIONES no está llamada a responder a las pretensiones subsidiarias 
por ni ostenta obligación alguna con la demandante. 
 
Que conforme a lo anterior tampoco es procedente el reconocimiento y pago de los 
intereses moratorios por cuanto como lo expresa la ley los intereses moratorios comienzan 
a causarse por la demora en el pago de las mesadas pensionales una vez se ha expedido 
el acto administrativo que reconoce la prestación, situación que no se evidencio en este 
caso, no generándose así ningún interés moratorio. 
 
 

PETICIÓN ESPECIAL SUBSIDIARIA 
 

 
En caso de que el Juez Declare la Ineficacia del Traslado, solicito respetuosamente de 
manera subsidiaria: 
 
Se DECLARE la devolución íntegra de recursos al RPM de conformidad con el precedente 
de la Corte Suprema de Justicia, esto es: 
 

 Saldos obrantes en la cuenta de ahorro individual con rendimientos. 
 

 Porcentajes correspondientes a gastos de administración, valores se deben indexar a la 
fecha de pago 
 

 Primas de seguros previsionales de invalidez y sobrevivencia, valores se deben indexar 
a la fecha de pago. 
 

 Porcentaje destinado al fondo de garantía pensión mínima, valores se deben indexara la 
fecha de pago. 
 
Solicitud que se realiza de conformidad a lo dispuesto en el artículo 7° del Decreto 3995 de 
2008 y en precedente jurisprudencial en la Sentencia SL2369-2022, Sala de Casación 
Laboral de la Corte Suprema de Justicia, Magistrado Ponente Iván Mauricio Lenis Gómez: 
 
“ … 
 
Ahora, para resolver el grado jurisdiccional de consulta en favor de Colpensiones, entidad 
que es la llamada a recibir los recursos producto de la declaratoria de ineficacia, la Sala 
ordenará que la AFP Porvenir S.A. le traslade la totalidad de los saldos obrantes en la 
cuenta de ahorro individual del demandante junto con los rendimientos acreditados en dicha 
cuenta, incluido los bonos pensiones a que haya lugar. A su vez, los porcentajes 
correspondientes a los gastos de administración y primas de seguros previsionales de 
invalidez y sobrevivencia, así como el destinado al fondo de garantía de pensión mínima, 
debidamente indexados y con cargo a sus propios recursos, pues estos conceptos, desde 
el nacimiento del acto ineficaz, debieron ingresar al régimen de prima media con prestación 
definida administrado por Colpensiones (CSJ SL, 9 sep. 2008, rad. 31989, CSJ SL4964-
2018, CSJ SL4989-2018, CSJ SL1421-2019, CSJ SL1688-2019 y CSJ SL4062-2021). 
 
… 
 
Asimismo, al momento de cumplirse esta orden, tales valores deberán aparecer 
discriminados con sus respectivos montos, junto con el detalle pormenorizado de los ciclos, 
IBC, aportes y demás información relevante que los justifiquen. …” 
 
De igual manera, es necesario precisar que el pago se debe realizar discriminando el valor 
que corresponde a cada concepto, por cuanto el pago de una suma única totalizada impide 
establecer si cada concepto fue satisfecho en debida forma. 
 
 

PETICIÓN EN FORMA INDIVIDUALIZADA Y CONCRETA DE LAS SIGUIENTES 
PRUEBAS 

 
 
DOCUMENTALES: Solicito muy comedidamente sean tenidos en cuenta las aportadas con 
la demanda en todo aquello que le sea favorable a mi representada. 



                               

                             

 

  
 

DOCUMENTOS QUE REPOSAN EN BIZAGI DE LA ENTIDAD DEMANDADA:  
 
Solicito respetuosamente tener en cuenta el EXPEDIENTE ADMINISTRATIVO que se 
aporta donde reposa la información del afiliado en el sistema BIZAGI DE COLPENSIONES, 
entregado por la firma ARELLANO JARAMILLO & ABOGADOS. 
 
 
OFICIOS A LA AFP: 
 
Solicito se sirva Señor Juez oficiar a COLFONDOS PENSIONES Y CESANTÍAS S.A. para 
que certifique lo siguiente: 
 

 
1) Cuáles fueron todas las operaciones y contratos financieros que se celebraron y 

ejecutaron con terceros para consolidar el soporte financiero del demandante, y se 
alleguen los respectivos soportes que lo acreditan. 
 

2) Se certifique y allegue los soportes atinentes al trámite de emisión y expedición de 
bonos pensionales en el caso de la demandante INES JEANNETT MENDOZA 
CASTILLO. 

 
Sírvase Señor Juez, tener como pruebas y reconocerle su valor en el momento procesal 
oportuno, las que resulten conducentes y pertinentes para resolver la presente controversia, 
que en este caso se limitarían exclusivamente a pruebas documentales por tratarse de un 
asunto de pleno derecho. 
 
 

A LA COMPETENCIA Y PROCEDIMIENTO 
 
 

Se aceptan, por razones procesales. 
 
 

ANEXOS 
 
 

Memorial poder de sustitución, y poder otorgado por COLPENSIONES al Dr. LUIS 
EDUARDO ARELLANO JARAMILLO.  
 
 
 

NOTIFICACIONES 
  
 
Las personales las recibiré en la secretaria de su Despacho, o Al correo electrónico: 
manena493@gmail.com  y/o sistemasarellano@gmail.com. 
 
O en la oficina ubicada en la Calle 22 Norte No. 6AN -24 Edificio Santa Mónica Central 
oficina 606 de Cali, al igual que el apoderado judicial de COLPENSIONES DR. LUIS 
EDUARDO ARELLANO JARAMILLO. 
 
El demandante y COLPENSIONES la consignada en la demanda.  
 
 
 
Del señor Juez  
 
 
 
 
 
 
MARY ELENA PECHENÉ SANTAMARÍA 
CC. N.º 1.144.066.854 
T.P. No. 290.626 
Apoderada Judicial Externa Colpensiones 
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COLPENSIONES Nit 900.336.004-7
REPORTE DE SEMANAS COTIZADAS EN PENSIONES

PERIODO DE INFORME: Enero 1967
ACTUALIZADO A:

INFORMACIÓN DEL AFILIADO

Tipo de Documento:
Número de Documento:
Nombre:
Dirección:
Estado Afiliación:

Fecha de Nacimiento:
Fecha Afiliación:
Correo Electrónico:
Ubicación:

RESUMEN DE SEMANAS COTIZADAS POR EMPLEADOR

En el siguiente reporte encontrará el total de semanas cotizadas a través de cada uno de sus empleadores o de sus propias cotizaciones como trabajador
independiente, es decir, las que han sido cotizadas desde enero de 1967 a la fecha. Recuerde que la Historia Laboral representa su vida como trabajador,
la que usted ha construido mes a mes y año a año.

[1]Identificación Aportante [2]Nombre o Razón Social [3]Desde [4]Hasta [5]Último Salario [6]Semanas [7]Lic [8]Sim [9]Total

 1008208228  ALBA SANCHEZ JORGE E 01/09/1981 15/04/1982 $7.470 32,43 0,00 0,00 32,43

 1006117321  IND.ALIMENTICIAS ARE 15/04/1982 09/08/1983 $11.850 68,86 0,00 0,14 68,71

 1000103509  CONTRERAS LUIS ANTON 09/11/1983 20/01/1984 $21.420 10,43 0,00 0,00 10,43

 1006126703  PRONAVI LIMITADA 06/02/1984 12/05/1984 $21.420 13,86 0,00 0,00 13,86

 1002003458  POLLO ANDINO LTDA 23/05/1984 26/08/1988 $54.630 222,43 0,00 0,00 222,43

 1000106970  PRONALAV-PROCES.NAL. 13/09/1990 31/10/1990 $136.290 7,00 0,00 0,00 7,00

 1006202021  COACEMUEBLES LTDA. 09/01/1991 02/04/1991 $136.290 12,00 0,00 0,00 12,00

 1006127560  IANNINI CIAL.DE MUEB 12/04/1991 02/09/1992 $181.050 72,86 0,00 0,00 72,86

 1008219310  DUQUE Y ASOC.PUB.MAR 10/09/1992 31/12/1994 $1.000.000 120,43 0,00 0,00 120,43

 860508872  DUQUE & ASOCIADOS PU 01/01/1995 28/02/1995 $1.000.000 8,57 0,00 0,00 8,57

 860508872  DUQUE Y ASOCIADOS PU 01/03/1995 29/02/1996 $1.250.000 51,43 0,00 0,00 51,43

 860508872  DUQUE Y ASOCIADOS PU 01/03/1996 31/05/1996 $1.600.000 12,86 0,00 0,00 12,86

 860508872  DUQUE Y ASOCIADOS PU 01/06/1996 31/07/1996 $0 0,00 0,00 0,00 0,00

 860508872  DUQUE Y ASOCIADOS PU 01/09/1996 30/11/1998 $0 0,00 0,00 0,00 0,00

 860508872  DUQUE Y ASOCIADOS PU 01/01/1999 28/02/1999 $0 0,00 0,00 0,00 0,00

[10] TOTAL SEMANAS COTIZADAS:

633,00

0,00

[11] SEMANAS COTIZADAS CON TARIFA DE ALTO
RIESGO(INCLUIDAS EN EL CAMPO 10 * "TOTAL

SEMANAS COTIZADAS"):

El siguiente resumen INFORMATIVO refleja los periodos laborados en el sector público y no cotizados al ISS hoy Colpensiones.

RESUMEN DE TIEMPOS PÚBLICOS NO COTIZADOS A COLPENSIONES

[12]Identificación Empleador [13]Nombre o Razón Social [14]Desde [15]Hasta [16]Último Salario [17]Semanas [18]Lic [19]Sim [20]Total

NO REGISTRA INFORMACIÓN

[21]TOTAL SEMANAS REPORTADAS:

RESUMEN DE TIEMPOS PÚBLICOS NO COTIZADOS A COLPENSIONES

RESUMEN TIEMPO PÚBLICO SIMULTÁNEO CON TRADICIONAL (67 - 94) Y POST 94[23]Hasta [24]Semanas Simultáneas

NO REGISTRA INFORMACIÓN

[22]Desde

El siguiente resumen refleja los periodos laborados que presentan simultaneidad, es decir aquellos en los que usted prestó servicios para varios
empleadores en el mismo periodo de tiempo.

RESUMEN TIEMPO PÚBLICO SIMULTÁNEO CON TRADICIONAL (67 - 94) Y POST 94

[25] TOTAL SEMANAS SIMULTÁNEAS:

 [26]TOTAL SEMANAS (cotizadas[10] + reportadas tiempos públicos[21] - simultáneos[25] ) 633,00
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COLPENSIONES Nit 900.336.004-7
REPORTE DE SEMANAS COTIZADAS EN PENSIONES

PERIODO DE INFORME: Enero 1967
ACTUALIZADO A:

Si usted laboró en entidades del sector público y estas entidades no cotizaron a pensiones al Instituto de Seguros Sociales (ISS), hoy Colpensiones, es posible que estos
periodos no se vean reflejados en su reporte de Historia Laboral. De ser así, puede radicar la solicitud de inclusión de dichos períodos allegando la certificación Electrónica de
Tiempos Públicos - CETIL expedida por su empleador, conforme al Decreto 726 de 2018 expedido por el Ministerio de Trabajo.

* Los tiempos públicos tenidos en cuenta para la liquidación de una prestación económica decidida con anterioridad al 26/09/2017, no se visualizarán en el reporte de Historia
Laboral.

Si ha trabajado en varias empresas al mismo tiempo, sólo se contabilizará en el total de semanas uno de los periodos y el salario base será la suma de lo cotizado, sin exceder
el máximo asegurable al momento de solicitar el reconocimiento pensional.

DETALLE DE PAGOS EFECTUADOS ANTERIORES A 1995

Este reporte contiene el detalle de las semanas cotizadas  hasta el 31 de diciembre de 1994.

[27] Identificación Empleador [28]
 Nombre o Razón Social

[29]
 Ciclo Desde

[32] Días Rep. [33] Observación[30]
 Ciclo Hasta

[31] Asignación
Básica Mensual

 1000103509  CONTRERAS LUIS ANTONIO 09/11/1983 73$  21.42020/01/1984 Pago aplicado al periodo declarado

 1000106970  PRONALAV-PROCES.NAL.DE AVES 13/09/1990 49$  136.29031/10/1990 Pago aplicado al periodo declarado

 1000106970  PRONALAV-PROCES.NAL.DE AVES 01/11/1990 -58$  136.29028/12/1990 Periodo en mora por parte del empleador

 1002003458  POLLO ANDINO LTDA 23/05/1984 254$  21.42031/01/1985 Pago aplicado al periodo declarado

 1002003458  POLLO ANDINO LTDA 01/02/1985 365$  25.53031/01/1986 Pago aplicado al periodo declarado

 1002003458  POLLO ANDINO LTDA 01/02/1986 334$  30.15031/12/1986 Pago aplicado al periodo declarado

 1002003458  POLLO ANDINO LTDA 01/01/1987 181$  39.31030/06/1987 Pago aplicado al periodo declarado

 1002003458  POLLO ANDINO LTDA 01/07/1987 92$  41.04030/09/1987 Pago aplicado al periodo declarado

 1002003458  POLLO ANDINO LTDA 01/10/1987 92$  47.37031/12/1987 Pago aplicado al periodo declarado

 1002003458  POLLO ANDINO LTDA 01/01/1988 239$  54.63026/08/1988 Pago aplicado al periodo declarado

 1006117321  IND.ALIMENTICIAS ARETAMA S. 15/04/1982 482$  11.85009/08/1983 Pago aplicado al periodo declarado

 1006125185  GARRIDO ARBOLEDA HERNAN 09/08/1983 -53$  17.79030/09/1983 Periodo en mora por parte del empleador

 1006126703  PRONAVI LIMITADA 06/02/1984 97$  21.42012/05/1984 Pago aplicado al periodo declarado

 1006127560  IANNINI CIAL.DE MUEBLES&CIA 12/04/1991 203$  79.29031/10/1991 Pago aplicado al periodo declarado

 1006127560  IANNINI CIAL.DE MUEBLES&CIA 01/11/1991 61$  99.63031/12/1991 Pago aplicado al periodo declarado

 1006127560  IANNINI CIAL.DE MUEBLES&CIA 01/01/1992 246$  181.05002/09/1992 Pago aplicado al periodo declarado

 1006202021  COACEMUEBLES LTDA. 09/01/1991 84$  136.29002/04/1991 Pago aplicado al periodo declarado

 1008208228  ALBA SANCHEZ JORGE ENRIQUE 01/09/1981 122$  5.79031/12/1981 Pago aplicado al periodo declarado

 1008208228  ALBA SANCHEZ JORGE ENRIQUE 01/01/1982 105$  7.47015/04/1982 Pago aplicado al periodo declarado

 1008219310  DUQUE Y ASOC.PUB.MARKET.LTD 10/09/1992 172$  298.11028/02/1993 Pago aplicado al periodo declarado

 1008219310  DUQUE Y ASOC.PUB.MARKET.LTD 01/03/1993 487$  665.07030/06/1994 Pago aplicado al periodo declarado

 1008219310  DUQUE Y ASOC.PUB.MARKET.LTD 01/07/1994 184$  1.000.00031/12/1994 Pago aplicado al periodo declarado

Las semanas de los periodos de abril y mayo de 2020 con observación "Pago Decreto 558/2020 COVID 19", serán consideradas en el reconocimiento pensional para: Cumplir
requisito de las 1300 semanas, Cuando se trate de una  pensión de vejez con 1 SMLMV y para el otorgamiento de las pensiones de invalidez y muerte.
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COLPENSIONES Nit 900.336.004-7
REPORTE DE SEMANAS COTIZADAS EN PENSIONES

PERIODO DE INFORME: Enero 1967
ACTUALIZADO A:

DETALLE DE PAGOS EFECTUADOS A PARTIR DE 1995

En el siguiente reporte encontrará el detalle de las semanas cotizadas a partir de enero de 1995 en adelante.

  [34]
Identificación

Aportante

[35]
 Nombre o Razón Social

[36]
RA

[37]
 Período

[40]IBC
Reportado

[41]Cotización
Pagada

  
[42]Cotización

Mora Sin
Intereses

[43]
Nov.

[44]
Días
Rep.

[46]Observación[38]Fecha
De Pago

[39] Referencia de
Pago

[45]
Días
Cot.

 860508872  DUQUE & ASOCIADOS
PUBLICIDAD Y MARKETING

NO 199501 $  1.000.000 $  122.400 $  0 3010/02/1995 50051001000220  Pago aplicado al periodo
declarado

30

 860508872  DUQUE & ASOCIADOS
PUBLICIDAD Y MARKETING

NO 199502 $  1.000.000 $  125.200 $  0 3002/03/1995 50051001000710  Pago aplicado al periodo
declarado

30

 860508872  DUQUE   ASOCIADOS
PUBLICIDAD Y MARK

NO 199503 $  1.250.000 $  156.500 $  0 3005/04/1995 50051001001560  Pago aplicado al periodo
declarado

30

 860508872  DUQUE Y ASOCIADOS
PUBLICIDAD Y MARK

NO 199504 $  1.250.000 $  156.200 $  0 3003/05/1995 50001301002448  Pago aplicado al periodo
declarado

30

 860508872  DUQUE Y ASOCIADOS
PUBLICIDAD Y MARK

NO 199505 $  1.250.000 $  156.200 $  0 3002/06/1995 50051001002595  Pago aplicado al periodo
declarado

30

 860508872  DUQUE Y ASOCIADOS
PUBLICIDAD Y MARK

NO 199506 $  1.250.000 $  156.200 $  0 3004/07/1995 50051001003243  Pago aplicado al periodo
declarado

30

 860508872  DUQUE Y ASOCIADOS
PUBLICIDAD Y MARK

NO 199507 $  1.250.000 $  156.200 $  0 3006/08/1995 50051001006531  Pago aplicado al periodo
declarado

30

 860508872  DUQUE Y ASOCIADOS
PUBLICIDAD Y MARK

NO 199508 $  1.250.000 $  156.300 $  0 3004/09/1995 50001301006942  Pago aplicado al periodo
declarado

30

 860508872  DUQUE Y ASOCIADOS
PUBLICIDAD Y MARK

NO 199509 $  1.250.000 $  156.300 $  0 3003/10/1995 50001301007392  Pago aplicado al periodo
declarado

30

 860508872  DUQUE Y ASOCIADOS
PUBLICIDAD Y MARK

NO 199510 $  1.250.000 $  155.800 $  0 3001/11/1995 50001301007728  Pago aplicado al periodo
declarado

30

 860508872  DUQUE Y ASOCIADOS
PUBLICIDAD Y MARK

NO 199511 $  1.250.000 $  156.100 $  0 3004/12/1995 50000801019343  Pago aplicado al periodo
declarado

30

 860508872  DUQUE Y ASOCIADOS
PUBLICIDAD Y MARK

NO 199512 $  1.250.000 $  156.300 $  0 3003/01/1996 50001301008379  Pago aplicado al periodo
declarado

30

 860508872  DUQUE Y ASOCIADOS
PUBLICIDAD Y MARK

NO 199601 $  1.250.000 $  168.800 $  0 3005/02/1996 50001301008698  Pago aplicado al periodo
declarado

30

 860508872  DUQUE Y ASOCDO
PUBLICIDAD

NO 199602 $  1.250.000 $  168.800 $  0 3006/03/1996 50001301009019  Pago aplicado al periodo
declarado

30

 860508872  DUQUE Y ASOCIADOS
PUBLICID

NO 199603 $  1.600.000 $  217.800 $  0 3009/04/1996 50051001010079  Pago aplicado al periodo
declarado

30

 860508872  DUQUE Y ASOCIADOS
PUBLICID

NO 199604 $  1.600.000 $  216.900 $  0 3010/05/1996 50051001010527  Pago aplicado al periodo
declarado

30

 860508872  DUQUE Y ASOC PUBLICIDAD
Y

NO 199605 $  1.600.000 $  216.000 $  0 R 3011/06/1996 50051001010955  Pago aplicado al periodo
declarado

30

 860508872  BLOQUE Y ASOCIADOS
PUBLICI

NO 199606 $  1.600.000 $  0 $  0 3010/07/1996 50001301010135  No Vinculado Trasladado RAI0

 860508872  DUQUE Y ASOCIADOS
PUBLICID

NO 199607 $  1.600.000 $  0 $  0 3012/08/1996 50001301010399  No Vinculado Trasladado RAI0

 860508872  DUQUE Y ASOCIADOS
PUBLICIDAD Y MARK

NO 199610 $  1.600.000 $  0 $  0 3012/11/1996 33000133000069  No Vinculado Trasladado RAI0

 860508872  DUQUE Y ASOCIADOS
PUBLICIDAD Y MARK

NO 199612 $  1.600.000 $  0 $  0 3010/01/1997 33001634000008  No Vinculado Trasladado RAI0

 860508872  DUQUE Y ASOCIADOS
PUBLICIDAD Y MARK

NO 199701 $  1.600.000 $  0 $  0 3010/02/1997 33000102000968  No Vinculado Trasladado RAI0

 860508872  DUQUE Y ASOCIADOS
PUBLICIDAD Y MARK

NO 199702 $  1.600.000 $  0 $  0 3010/03/1997 33000109001693  No Vinculado Trasladado RAI0

 860508872  DUQUE Y ASOCIADOS
PUBLICIDAD Y MARK

NO 199703 $  2.400.000 $  0 $  0 3010/04/1997 33000138000766  No Vinculado Trasladado RAI0

 860508872  DUQUE Y ASOCIADOS
PUBLICIDAD Y MARK

NO 199704 $  2.400.000 $  0 $  0 3009/05/1997 33000109001722  No Vinculado Trasladado RAI0

 860508872  DUQUE Y ASOCIADOS
PUBLICIDAD Y MARK

NO 199706 $  2.400.000 $  0 $  0 3010/07/1997 33000102001118  No Vinculado Trasladado RAI0

 860508872  DUQUE Y ASOCIADOS
PUBLICIDAD Y MARK

NO 199708 $  2.400.000 $  0 $  0 3010/09/1997 33000111000112  No Vinculado Trasladado RAI0

 860508872  DUQUE Y ASOCIADOS
PUBLICIDAD Y MARK

NO 199710 $  2.400.000 $  0 $  0 3010/11/1997 33000102001210  No Vinculado Trasladado RAI0

 860508872  DUQUE Y ASOCIADOS
PUBLICIDAD Y MARK

NO 199711 $  2.400.000 $  0 $  0 3010/12/1997 33000111000217  No Vinculado Trasladado RAI0

 860508872  DUQUE Y ASOCIADOS
PUBLICIDAD Y MARK

NO 199712 $  2.400.000 $  0 $  0 3009/01/1998 33000111000238  No Vinculado Trasladado RAI0

 860508872  DUQUE Y ASOCIADOS
PUBLICIDAD Y MARK

NO 199802 $  2.400.000 $  0 $  0 3010/03/1998 33000102001386  No Vinculado Trasladado RAI0

 860508872  DUQUE Y ASOCIADOS
PUBLICIDAD Y MARK

NO 199805 $  3.180.757 $  0 $  0 3010/06/1998 33000109002031  No Vinculado Trasladado RAI0

 860508872  DUQUE Y ASOCIADOS
PUBLICIDAD Y MARK

NO 199806 $  3.180.757 $  0 $  0 3010/07/1998 33000101000948  No Vinculado Trasladado RAI0

 860508872  DUQUE Y ASOCIADOS
PUBLICIDAD Y MARK

NO 199808 $  3.180.757 $  0 $  0 3009/09/1998 50001301014338  No Vinculado Trasladado RAI0

 860508872  DUQUE Y ASOCIADOS
PUBLICIDAD Y MARK

NO 199809 $  3.180.757 $  0 $  0 3009/10/1998 33000109002244  No Vinculado Trasladado RAI0

 860508872  DUQUE Y ASOCIADOS
PUBLICIDAD Y MARK

NO 199901 $  3.180.757 $  0 $  0 3009/02/1999 33000138001241  No Vinculado Trasladado RAI0

 860508872  DUQUE Y ASOCIADOS
PUBLICIDAD Y MARK

NO 199902 $  3.180.757 $  0 $  0 3029/07/1999 50001301015764  No Vinculado Trasladado RAI0
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REPORTE DE SEMANAS COTIZADAS EN PENSIONES

PERIODO DE INFORME: Enero 1967
ACTUALIZADO A:

DETALLE DE PERIODOS REPORTADOS POR ENTIDADES DEL SECTOR PÚBLICO QUE NO
COTIZARON AL ISS HOY COLPENSIONES

En el siguiente resumen encontrará el detalle por días, de los ciclos laborados en entidades del sector público que no cotizaron al ISS hoy Colpensiones.

[58]
Días
Cot.

[53]Asignación
Básica Mensual

[49]
RA

[56]
Nov.

[54]Cotización
Pagada[52] Referencia de

Pago
[48]

Nombre o Razón Social
[59]Observación[50]Ciclo

[57]
Días
Rep.

[51]
 Fecha de

Pago

[55]Cotización
Mora Sin
Intereses

[47]
Identificación

Empleador

NO REGISTRA INFORMACIÓN
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COLPENSIONES Nit 900.336.004-7
REPORTE DE SEMANAS COTIZADAS EN PENSIONES

PERIODO DE INFORME: Enero 1967
ACTUALIZADO A:

LECTURA DEL REPORTE DE LA HISTORIA LABORAL UNIFICADO

Resumen de Semanas Cotizadas por Empleador: este reporte contiene el total de semanas cotizadas a través de cada uno de sus
empleadores o como trabajador independiente, es decir las que se han cotizado desde enero de 1967 a la fecha.

Detalle de pagos efectuados anteriores a 1995: este reporte contiene el detalle de las semanas cotizadas hasta el 31 de diciembre
de 1994.

27.   Identificación Empleador: para los periodos anteriores a 1995 corresponde al número Patronal.
28.   Nombre o razón Social: nombre o razón social del aportante (empleador o trabajador independiente).

1.   Identificación aportante: número  que  identifica  al  aportante  según  el  sistema  al  que  pertenece.  Hasta  diciembre de 1994
número patronal y a partir de 1995, Cédula de Ciudadanía, Cédula de Extranjería, etc.
2.   Nombre o razón Social: nombre o razón social del aportante (empleador o trabajador independiente).
3.   Desde: corresponde a la fecha de inicio del periodo de cotización.
4.   Hasta: corresponde a la fecha final del periodo de cotización.
5.   Último salario: salario  reportado  por  el  aportante.  Para   las   cotizaciones  efectuadas  hasta  el  31  de  diciembre  de  1994,
						corresponde al último salario reportado  y  para las cotizaciones  a  partir de  1995 corresponde al salario reportado en el periodo
						desde-hasta.
6.   Semanas: total de semanas correspondientes al periodo desde – hasta, sin descontar el tiempo de licencias y simultáneos.
7.   Licencias (Lic.): refleja las licencias no remuneradas, es decir periodo no laborado ni remunerado. Este valor es descontado del
						total de semanas del periodo cotizado.
8.   Simultáneos (Sim.): cantidad de semanas cotizadas de manera simultánea a través de dos o más aportantes.
9.   Total: es el total de semanas cotizadas del periodo, menos las licencias no remuneradas y el tiempo cotizado de manera
						 simultánea.
10.   Total de Semanas Cotizadas: corresponde al total general de semanas cotizadas a la fecha de generación del reporte.
11.   Total de Semanas Cotizadas Alto Riesgo: corresponde al total general de semanas cotizadas por tarifa de alto riesgo. Este
						  total se encuentra incluido en el total de semanas cotizadas (campo 10 Total de Semanas Cotizadas.)

Resumen de Tiempos Públicos no Cotizados a Colpensiones: este reporte es informativo y refleja el total de semanas reportadas
y laboradas en el sector público, los cuales no fueron cotizados al ISS hoy Colpensiones.

12.   Identificación empleador: número  que  identifica la entidad empleadora con la cual tuvo relación laboral en el sector público.
13.   Nombre o razón Social: nombre o razón social de la entidad empleadora.
14.   Desde: corresponde a la fecha inicial del aporte realizado, según lo reportado por la entidad certificadora.
15.   Hasta: corresponde a la fecha final del aporte realizado, según lo reportado por la entidad certificadora.
16.   Último salario: corresponde al último salario reportado por la entidad certificadora.
17.   Semanas: corresponde a las semanas del periodo desde – hasta, sin descontar el tiempo de licencias y simultáneos.
18.   Licencias (Lic.): corresponde a las interrupciones laborales no remuneradas, reportadas por la entidad certificadora.
19.   Simultáneos (Sim.): cantidad de semanas laboradas de manera simultánea, es decir a través de dos o más empleadores en el
					   mismo periodo de tiempo.
20.   Total: es el total de semanas reportadas del periodo, menos las licencias no remuneradas campo (7. Licencias (Lic.)).
21.   Total de Semanas Reportadas: corresponde al total general de semanas reportadas a la fecha de generación del reporte.

Resumen Tiempo Público Simultáneo con Tradicional (67 - 94) Y Post 94: este reporte refleja el total de semanas laboradas
simultáneamente entre el sector público y privado para los tiempos tradicionales (67-94) y Post 94.

22.   Desde: corresponde a la fecha inicial de la simultaneidad.
23.   Hasta: corresponde a la fecha final de la simultaneidad.
24.   Semanas simultáneas: cantidad de semanas laboradas de manera simultánea, es decir a través de dos o más empleadores en
						  el mismo periodo de tiempo.
25.   Total Semanas Simultáneas: corresponde a la sumatoria total de semanas laboradas simultáneamente a la fecha de
						  generación del reporte.
26.   Total Semanas: corresponde a total semanas cotizadas más(+)  total semanas reportadas menos(-) total semanas simultáneas
reportadas y cotizadas a la fecha de generación del reporte.
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COLPENSIONES Nit 900.336.004-7
REPORTE DE SEMANAS COTIZADAS EN PENSIONES

PERIODO DE INFORME: Enero 1967
ACTUALIZADO A:

29.   Ciclo Desde: corresponde a la fecha de inicio del periodo de cotización.
30.   Ciclo Hasta: corresponde a la fecha final del periodo de cotización.
31.   Asignación Básica Mensual: salario reportado por el aportante.  Para las cotizaciones efectuadas hasta 31 de diciembre de
						 1994, corresponde al último salario reportado.
32.   Días Rep.: número de días trabajados y reportados por el aportante para el periodo registrado.
33.   Observación: indica en que situación o estado se encuentra su periodo de cotización reportado.

Detalle de pagos efectuados a partir de 1995: este reporte contiene el detalle de las semanas cotizadas a partir de enero de 1995
en adelante.

34.   Identificación del aportante: número  que  identifica  al  empleador  o  trabajador  independiente  (NIT,  Cédula de Ciudadanía,
						  Cédula de Extranjería, etc.).
35.   Nombre ó razón social: nombre o razón social del aportante (empleador o trabajador independiente).
36.   RA: indica si existe un registro de afiliación o relación laboral.
37.   Período: año y mes al que corresponde el periodo cotizado.
38.   Fecha de pago: fecha en que fue realizado el aporte.
39.   Referencia de pago: número de registro del pago realizado (Calcomanía o Sticker o referencia de pago PILA).
40.   IBC Reportado: es el salario (Ingreso Base de Cotización) declarado por el empleador o trabajador independiente, para el pago
						  de la cotización.
41.   Cotización: valor del aporte efectuado según el salario declarado en cada uno de los periodos.
42.   Cotización mora sin intereses: es el dinero que el aportante adeuda por el periodo, sin incluir los intereses.
43.   Novedad(Nov.): campo que indica con la letra “R”, la novedad de Retiro reportada por el empleador.
44.   Días reportados: número de días trabajados y reportados por el aportante en cada uno de los periodos.
45.   Días cotizados: corresponde al número de días equivalentes al valor de la cotización pagada.
46.   Observación: indica en que situación o estado se encuentra su periodo de cotización reportado.

Detalle de periodos reportados por entidades del sector público que no cotizaron al ISS hoy Colpensiones: este reporte
contiene el detalle de las semanas reportadas por las entidades certificadoras.

47.   Identificación del aportante: número que identifica la entidad empleadora con la cual tuvo relación laboral en el sector público.
48.   Nombre ó razón social:  nombre o razón social de la entidad empleadora.
49.   RA: para el sector público esta información no es reportada por parte de la entidad certificadora. El campo siempre estará vacío.
50.   Ciclo: año y mes al que corresponde el periodo reportado.
51.   Fecha de pago: para el sector público esta información no es reportada por parte de la entidad certificadora. El campo siempre
estará vacío.
52.   Referencia de pago: para el sector público esta información no es reportada por parte de la entidad certificadora. El campo
siempre estará vacío.
53.   Asignación Básica Mensual: es el valor de la asignación básica mensual reportado por la entidad certificadora. En este reporte
no se verán reflejados los demás factores salariales reportados por la entidad certificadora, sin embargo serán tenidos en cuenta al
momento de la decisión de la prestación económica a que haya lugar.
54.   Cotización pagada: para el sector público esta información no es reportada por parte de la entidad certificadora. El campo
siempre estará en cero (0).
55.   Cotización mora sin intereses: para el sector público esta información no es reportada por parte de la entidad certificadora. El
campo siempre estará en cero (0).
56.   Novedad (Nov.): para el sector público esta información no es reportada por parte de la entidad certificadora. El campo siempre
estará en cero (0).
57.   Días reportados (Rep.): número de días reportados por la entidad certificadora en cada uno de los periodos.
58.   Días cotizados: para el sector público esta información no es reportada por parte de la entidad certificadora. El campo siempre
estará en cero (0).
59.   Observación: indica si el periodo se encuentra simultáneo con otro empleador. En caso en que se encuentre vacío, indica que
el campo no es simultáneo.

Defensoría del Consumidor Financiero
Dirección: Calle 70A  # 11-83 Bogotá.
Horario de atención: de 9:00 a.m. a 04:00 p.m. Jornada continua.
(57+601) 5439850, (57+601) 5439855 y 3203981187
Electrónico: defensorcolpensiones@defensorialg.com.co

Agradecemos su confianza recordándole que estamos para servirle. Este reporte esta sujeto a revisión y verificación por
parte de Colpensiones.
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1Circular Básica Jurídica 029 de 2014 expedida por la Superintendencia Financiera.
2 Ley 100 de 1993, Artículo 13 Literal B.
3Decreto 2071 del 23 de octubre del 2015 del Ministerio de Hacienda y Crédito Público.
4Circular 016 de 2016 de la Superintendencia Financiera de Colombia.
5Ley 797 de 2003, Artículo 2º, literal E.
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Bogotá D.C., 2 de febrero de 2023

Señor (a)
ALVARO JOSE ESCOBAR LOZADA
CALLE 13 # 4 - 25 PISO 12 EDIFICIO CARVAJAL
Cali, Valle del Cauca

Referencia: Radicado No. 2023_1740084 del 2 de febrero de 2023
Ciudadano: INÉS JEANNETT MENDOZA CASTILLO
Identificación: Cédula de ciudadanía 39527033
Tipo de Trámite: Peticiones, Quejas, Reclamos y Sugerencias - PQRS

Respetado(a) señor(a):

Reciba un especial saludo de la Administradora Colombiana de Pensiones – COLPENSIONES. Acerca de su
petición: “(...) Solicito que se declare la ineficacia del traslado efectuado a la señora Inés Jeannett Mendoza
Castillo (...)”, le confirmamos que, no es posible realizar la anulación del traslado que solicitó; a
continuación, le contamos el por qué y los casos únicos en que podría darse:

No puede hacerse porque:

Entendemos que, con el diligenciamiento y firma del formulario de afiliación, ha manifestado de
manera voluntaria su deseo de trasladarse a otra administradora de pensiones1, y por lo mismo
ejercido su derecho de elegir libremente el régimen al que quiere pertenecer2.

Comprendemos que antes de tomar la decisión de trasladarse, conoció la información completa
sobre los beneficios, inconvenientes y consecuencias de pertenecer a cualquiera de los regímenes
(prima media o ahorro individual)3, la cual está disponible en los canales de comunicación de cada
uno de los fondos de pensión y Colpensiones.

Si solicitó el cambio de administradora y/o régimen después del 1 de abril de 2016, usted recibió el
servicio de doble asesoría, tal y como lo indica la normatividad4; sin embargo, recuerde que, si su
traslado fue hecho antes de dicha fecha, está disposición no aplica como requisito para su traslado,
debido a que no es retroactiva.

Adicionalmente tenga presente que existen dos requisitos básicos, para hacer traslados de
régimen, que son: llevar mínimo 5 años de afiliación en su fondo actual y que le falten más de 10
años para cumplir la edad de pensión; que en el caso de las mujeres es 57 años, y en el de los
hombres 62 años5.

¿Cuándo es posible la anulación?
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Cuando es necesaria la corrección de la identificación y nombres del afiliado:

Sucede cuando presuntamente se cometió un error al diligenciar los datos del ciudadano en el
formulario de afiliación; este caso, usted debe radicar:

Comunicación donde solicite la corrección de su identificación y/o su nombre.-
Copia del formulario de afiliación en donde se evidencia la identificación errada.-
Fotocopia de su documento de identidad.-

Cuando el ciudadano fallece o es reconocida su condición de invalidez, antes de que la cobertura
del traslado inicie; esto en caso de que la persona cuente con dictamen médico laboral, con fecha
de estructuración de la invalidez anterior a la fecha de radicación de la solitud de traslado de
régimen.

Cuando se sospecha que el formulario de afiliación es falso:

En ese caso, es necesario que el ciudadano o la Administradora de Fondos de Pensiones (AFP) en la
que se cree, se cometiera la falsedad, interponga la denuncia penal por falsificación en documento
(público o privado), ante la Fiscalía General de la Nación, para establecer la verdad6.

Una vez se tenga respuesta, el ciudadano o la AFP, puede solicitar la anulación del traslado,
diligenciando los formularios de la Entidad y entregando copia del documento emitido por la
Fiscalía.

Es importante resaltar que, el informe grafológico puede considerarse como prueba en el proceso,
pero no es determinante; en otras palabras, es posible presentarlo como soporte, pero, finalmente
es la Fiscalía quien toma la decisión final.

Esperamos que esta información sea de utilidad y que podamos apoyarle en la construcción de su futuro.

Si desea más información, recuerde que puede comunicarse con nosotros a través de las líneas de servicio al
ciudadano, en Bogotá: (57+601) 4890909, en Medellín: (57+604) 2836090, o desde cualquier lugar del país
por medio de la línea gratuita nacional 018000410909. También, puede visitar nuestra página web
www.colpensiones.gov.co o acercarse a nuestros Puntos de Atención Colpensiones (PAC).

Agradecemos su confianza recordándole que para nosotros siempre es un placer servirle.

Atentamente,

Paola Andrea Rivera Penagos
Directora de Administración de Solicitudes y PQRS

Elaboró: Cristhian Fernando Cárdenas - Analista - Dirección de Administración de solicitudes y PQRS XDC

http://www.colpensiones.gov.co
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